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INTRODUCCIÓN 
Este trabajo se encuadra dentro de la disciplina del Derecho Ecle-
siástico del Estado. Me interesa, por lo tanto, estudiar el Derecho civil 
desde el interior de la legislación. Tema fundamental de la rama civilística 
es el derecho matrimonial, y punto clave dentro de él la concepción misma 
del matrimonio y su plasmación en las leyes estatales. 
Hemos optado por un período -a nuestro parecer muy interesante y de 
gran actualidad- de la historia del derecho civil español. La ley de 
* Director de la tesis: Prof. Dr. A m a d e o DE FUENMAYOR. Título: La indisolubilidad del 
matrimonio civil según los liberales españoles. Fecha de defensa: 4 .n . l977. 
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Matrimonio Civil, que nació a la luz pública el 18 de junio de 1870, pasó 
entonces sin pena ni gloria a engrosar la historia de nuestras leyes. La que 
comenzó inmersa en un momento de proverbial ansia legislativa, adaptada 
a los nuevos tiempos, cambiantes, galopantes, como los del siglo pasado, 
murió de urt colapso repentino. No se volvió a hablar de ella. Tuvo una 
vida breve, de cinco años, y sin embargo supuso -tanto en el orden jurí-
dico como en el complejo orden social de la España decimonónica- una 
fuerte sacudida en sus bases estructurales. Por entonces hacía su apari-
ción, fuerte y vigorosa en sus doctrinas e intenciones, la ideología liberal, 
ya admitida en el seno de otros países de Europa, y que en España aceptó 
la Revolución de 1868, apresurándose, ante el retraso, a darle validez. 
Esta ideología liberal, en lo que se refiere, a las cuestiones común-
mente llamadas mixtas, en que intervienen tanto el Estado como la Iglesia 
por potestad propia, tuvo unas características peculiares en España, una 
impronta «a se», especialmente en aspectos que hicieron que las relacio-
nes entre ambas potestades fueran tirantes por sus concepciones contrarias 
y aun opuestas. 
Tiene especial interés el debate sobre la indisolubilidad del matrimo-
nio civil en las mismas aulas del Congreso. Fue dura la pelea y se bara-
jaron ideas para todos los gustos. Los liberales llevaron siempre la voz 
cantante en las Cortes; y, por fin, venció su concepción. Consiguieron 
alejar de las leyes civiles el influjo doctrinal de la Iglesia católica, 
desoyendo su deseo de intervenir en la cuestión del matrimonio. Había 
que secularizar las leyes... 
Pero, insospechadamente, veremos defender con un vigor secular a 
prueba de las clericales argumentaciones de la oposición, la necesaria 
impresión en la ley de lo que por ser de Derecho natural no puede 
desmentir el legislador, esto es, el inapreciable valor natural y social de la 
indisolubilidad del vínculo matrimonial, del contrato conyugal, y su reper-
cusión en el bien común, que debe exigirse siempre para gobernar con 
justicia. Hubo intervenciones gloriosas que son hoy una reconfortante 
lección de buen gobierno y de bien legislar dentro de una etapa 
sistemáticamente convulsiva, a veces producto del natural despereza-
miento general de las leyes, otras de un confesado deseo de zaherir la 
tutela que la Iglesia católica invocaba para sí en la elaboración de ciertas 
leyes civiles. 
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Reconfortante lección para la época que vivimos, pues veremos al 
ordenamiento civil acoger y tutelar jurídicamente una concepción del 
matrimonio -como realidad natural- con sus notas de unidad e indiso-
lubilidad, ahora que tantos ordenamientos civiles pretenden considerar 
como contrapuesta al único modelo posible de matrimonio civil que 
aciertan a legislar, reduciendo así el espacio de libertad de los ciudadanos 
ante un derecho tan fundamental para los individuos y para la sociedad 1 . 
Echaremos luego una mirada a algunos estudios contemporáneos de 
la naciente ley de matrimonio civil, y pulsaremos la opinión que a algunos 
juristas sobresalientes del momento mereció la insistente defensa de la 
indisolubilidad conyugal realizada en las Cortes de 1870. 
I. IDEOLOGÍA LIBERAL EN LA ESPAÑA DECIMONÓNICA 
1. Breve introducción al liberalismo como ideología 
El siglo XLX español ha sido llamado el siglo de las revoluciones. Un 
conocido historiador nos da estas cifras, que hablan por sí mismas: 
«Ciento treinta gobiernos, nueve constituciones, tres destronamientos, 
cinco guerras civiles, decenas de regímenes provisionales, y un número 
casi incalculable de revoluciones, que provisionalmente podemos fijar en 
dos mil» 2 . En medio de tantos y tan profundos cambios, permanecen 
unas doctrinas que son precisamente las causantes de esos cambios. Me 
detendré algo en su exposición para entender mejor a los hombres que 
fueron los protagonistas de la ley de matrimonio civil en España y de las 
discusiones parlamentarias en torno a la indisolubilidad del matrimonio. 
¿Quién pondrá hoy en duda la gran influencia del liberalismo en cuan-
to espíritu doctrinario y constructor de ideas? Ciertamente aquí nos centra-
mos en España, aun cuando no fue en este país donde con más fuerza 
arraigó el espíritu liberal. Descorramos brevemente el telón. El liberalismo 
del siglo XLX es deudor neto de las ideas implantadas por los revo-
lucionarios franceses, a quienes tendrán frecuentemente en boca nuestros 
1. Vid. A . F U E N M A Y O R , El derecho a contraer un matrimonio civilmente indisoluble, 
en «Estudios de Derecho civil», (en Prensa). 
2. J.L. C O M E L L A S , Historia de España Moderna y Contemporánea, vol. n, Madrid 
1974, p. 210. 
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parlamentarios y diputados españoles. Respecto a las relaciones entre la 
Iglesia y el Estado -campo al que necesariamente me he de limitar- el 
liberalismo del siglo pasado está bien anclado dentro de una corriente 
separatista de gran trayectoria y con cierta raigambre en el individualismo 
protestante. Por supuesto, al hablar de España ya queda entendido que 
este liberalismo tendrá cuidado en hacerse llamar católico, pese a que sus 
antecedentes y el ambiente que respire traicione tantas veces este mismo 
nombre. 
La afirmación que acabo de hacer sobre el liberalismo, como deudor 
de las ideas revolucionarias refrendadas en Francia por Napoleón en 
1789, es admitida como histórica y realmente cierta. Y si queremos 
encontrar un origen a un movimiento o mejor a una ideología tan vasta y 
de una tamaña influencia en los países europeos, debemos señalar, si bien 
sucintamente, algo de su origen. Conviene observar, sin embargo, que 
quizá sea ésta una de las ideologías más difíciles de captar en esquemas 
programáticos, por su enorme difuminación en el espectro de concep-
ciones liberales, hasta el punto de parecerse poco entre sí. Pero podemos 
señalar con de la Hera que «inicialmente el Liberalismo se presenta como 
el sustrato ideológico de los cambios que la Revolución ha significado 
frente a la tradición representada por el Antiguo Régimen» 3 . 
Para entender el nacimiento de esta mentalidad liberal debe conocerse 
y recordarse la historia del pensamiento en Europa, y el decisivo cambio 
que supuso para esa historia la aparición de la reforma protestante y, aún 
más en sus consecuencias, la ruptura de la unidad dentro de la idea de 
Cristiandad. 
El movimiento revolucionario de 1789, sostenido por el liderazgo de 
un hombre, fue continuado después de 1815 por los restauradores 
borbones, pero su ideología, lejos de ser destruida, sobrevivió a todos 
estos cambios. Según la reflexión que ya hemos hecho, podemos llamar a 
esta ideología -no sin reparos para algunos- con el nombre de liberalismo. 
Su difusión por toda Europa se produjo con amplitud y rapidez pese al 
período de reacción que sucedió a las guerras napoleónicas, logrando un 
triunfo decisivo en la revolución general del continente europeo. «La 
vehemencia de este estallido -nos cuenta Ehler- forzó las barreras de 
3 . A. DE LA HERA, Iglesia y poder temporal, en A A . W . «Derecho Canónico», vol. U, 
Pamplona 1974, p. 276. 
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reacción y abrió de par en par las puertas a través de las cuales la ideología 
liberal invadiría con potencia irresistible las instituciones políticas y 
legales de las Estados europeos» 4. 
Parece imposible resumir aquí todas las consecuencias de la 
concepción liberal del XLX, incluso en el campo acotado de las relaciones 
entre Iglesia y Estado. La razón principal es que fue este campo uno de 
los principales baluartes de los liberales y donde más insistentemente se 
produjeron choques y cambios bruscos. 
Según un estudioso del tema del liberalismo, «para el problema de las 
relaciones entre el Estado y la Iglesia, según el liberalismo, es necesario 
comenzar por distinguir entre países protestantes y católicos. Para los 
pueblos germánicos la gran consecuencia de la Reforma ha sido romper la 
unidad espiritual y política del Imperio, y crear una pluralidad de estados 
particulares y autónomos. Sin embargo, este fraccionamiento ha favore-
cido, en un principio, el arreglo de las discordias seculares entre el Estado 
y la Iglesia, pues aunque el Imperio era, desde luego, católico, a causa de 
esa misma catolicidad tenía un rival invencible en la Iglesia romana, 
organizada a su vez como un Estado; en cambio, los nuevos Estados ger-
mánicos conquistaban, con la paz de Ausburgo, el derecho a reglamentar 
soberanamente las confesiones religiosas en sus respectivos territorios. La 
tendencia a unificar la Iglesia con el Estado se propagó entonces por todos 
los países afectados por la Reforma, y no sólo allí donde el espíritu 
reformador era más débil, como en la Inglaterra de los Tudor, sino 
también donde era más fuerte, como en la Ginebra de Calvino» 5. 
«En líneas generales las afirmaciones fundamentales del liberalismo 
católico pueden reducirse a las siguientes: 1. Dios y libertad. Contraria-
mente a lo afirmado por el liberalismo filosófico, el católico no acepta la 
sujeción de la Iglesia al Estado, ni siquiera, como hace el galicanismo 
parlamentario, se reconoce a éste alguna autoridad o competencia en mate-
ria religiosa. 2. Iglesia libre en un Estado libre. Recogiendo la discutida 
fórmula que habría de hacer célebre Cavour, se aboga por una libertad 
para la Iglesia asentada sobre el general conjunto de libertades públicas y 
el derecho común, sin implicarse la subordinación de uno u otro poder, 
afirmando solamente la existencia en un mismo territorio de dos socie-
4. S.Z. EHLER, Historia de las relaciones Iglesia-Estado, Madrid 1966, p. 131. 
5. G. R U G G I E R O , Historia del liberalismo europeo, Madrid 1944, p. 409. 
506 ENRIQUE G R A H I T FERRER 
dades diferentes. 3. Iglesia en el derecho común. Consecuentemente no se 
puede establecer una situación especial para la Iglesia en base a un dere -
cho propio, sino que ha de partirse, al igual que con las restantes aso-
ciaciones, de los derechos que le corresponden en virtud de aquellos prin-
cipios que delimitan la actitud del Estado frente a todo género de colecti-
vidades. De conformidad con este triple principio, la Iglesia no tendría por 
qué temer daño alguno del reconocimiento de la libertad de cultos, puesto 
que comunes serán las reglas que lo disciplinen y presente estará la noción 
de orden público para regular sus excesos» 6. 
Las doctrinas procedentes del Estado libre han sido sistemáticamente 
combatidas, especialmente en sede iuspublicista, no admitiéndose la tesis 
de la separación ni la reducción de la Iglesia a corporación de Derecho 
público. Y cuando más enfervorecidamente se levantaban estas tesis, más 
fuerte hacía oir su voz la Iglesia, oponiéndose a ellas tanto por vía de 
argumentación contradictoria como por la de condenas radicales. 
El liberalismo del siglo XIX afirma el carácter privado del hecho 
religioso y su carencia de relevancia pública. Sin negar la importancia de 
la religión, sostiene su reducción al ámbito de la interioridad y de la con-
ciencia, de donde quiere deducir la imposibilidad de ser tomada en cuenta 
por el Estado. Para ésto, el criterio último de su actuación, y al cual se di-
rige toda su normativa, viene dada por la noción de ciudadano y su ina-
lienable «libertad de conciencia», derecho que ha de ser tutelado con inde-
pendencia de las diversas confesiones religiosas existentes. De este modo 
la normatividad jurídico-estatal, no puede tener en cuenta a la Iglesia o a 
los eclesiásticos, sino que ha de producirse solamente con la finalidad de 
proteger unas situaciones jurídicas que encuentran su fundamento en el 
desarrollo de facultades y derechos dimanantes del propio Estado. 
Con tal formulación se pretende lograr la independencia de los dos 
puntos de equilibrio sobre los cuales basculó durante largo tiempo el tema 
de las relaciones entre el poder eclesiástico y el secular: aquél que afirma 
la superioridad del primero sobre el segundo en razón de la mayor exce-
lencia de sus fines, y el secular que, defendiendo la hegemonía del aparato 
estatal, hace radicar en el Estado la fuente de toda juridicidad y, por tanto, 
le atribuye un derecho de intervención sobre las cuestiones eclesiásticas. 
6. P.A. PERLADO, VOZ Liberalismo en «Gran Enciclopedia Rialp», XTV, Madrid 1973, 
p. 310. 
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Sin embargo, el planteamiento, aparentemente aséptico, demostró históri-
camente su afán por reducir a la Iglesia, y hacerla dependiente del Estado, 
según una línea evolutiva que arranca modernamente del siglo XVI y 
alcanza su punto culminante tres centurias más tarde. A lo largo de este 
recorrido cuenta con testimonios tan diversos como la forma dulcificada 
adoptada por la Constitución americana de 1887, o la tajante disposición 
de la Comuna parisiense de 1871, en cuya virtud se decreta la separación 
entre la Iglesia y el Estado, por considerarse que «el clero ha sido 
cómplice de los crímenes de la Monarquía contra la libertad». 
Fue en este período, en torno a la Constitución de 1869 -donde se 
definieron y formaron muchos de los hombres que habían de gobernar en 
España hasta finales de siglo- cuando se reveló toda la fuerza del 
liberalismo radical. En el orden de los principios, la Revolución de 
septiembre significó ante todo la afirmación de un nuevo sentido del 
liberalismo. Su encarnación concreta fue una proclamación de derechos de 
característica intensidad. Estos derechos acompañan a la revolución desde 
su mismo origen. Fueron proclamados por las juntas revolucionarias y 
puestas en práctica inmediata por el Gobierno provisional y no es de 
extrañar que la Constitución los incorporare como uno de los frutos 
preciados de la revolución 7 . 
Pero lo esencial de esta declaración de derechos no es el detalle, la 
extensión, ni las garantías, sino el sentido con que se proclaman, inédito 
en la historia del liberalismo español. Los liberales de la Revolución de 
septiembre quisieron establecer una diferencia cualitativa entre su decla-
ración de derechos y las contenidas en los anteriores textos constitu-
cionales. A éste es al que llamamos liberalismo radical, frente al libe-
ralismo doctrinario, que dejó su cuño en las Constituciones de 1837 y 
1845, y aún en la de 1856. Que sepamos, este liberalismo no ha tenido 
nombre en la historia de España y apenas sí supieron cómo llamarlo los 
mismos hombres que le dieron vida. Un grupo de diputados de la minoría 
republicana que hizo acto de presencia en las Constituyentes de 1869 hizo 
profesión de fe socialista, sin una idea muy clara de lo que ello signi-
ficaba; otros, del anarquismo más radical; muchos, por último, seguían el 
pensamiento de Pi y Margall, cuyo federalismo, como expresión radical 
7 . Cfr. L. SÁNCHEZ AGESTA, Historia del Constitucionalismo español, Madrid 1955, 
pp. 295 s. 
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de la democracia, estaba inspirado en Proudhom y orientaba hacia el 
anarquismo científico este movimiento social. Oigamos lo que decía el 
mismo Pi y Margall, en la sesión del 24 de marzo de ese año 1869: «Hay 
necesidad, señores, de saber bien lo que es la Iglesia: hay necesidad de 
que sepamos bien cuál es el enemigo que tenemos enfrente: hay necesidad 
de que comprendamos perfectamente cuál es la gran dificultad que hay 
para que la libertad del pensamiento sea completa. La gran dificultad es la 
Iglesia (...). Así es que debemos tratar siempre, si queremos tener libertad 
de pensamiento y una libertad completa en materia religiosa, de separar 
completamente la Iglesia del Estado: porque de este modo la Iglesia no 
puede contar con la protección del Estado para hacer reales sus anatemas y 
prohibiciones. Pero se dice: estas son ideas sumamente subversivas, estas 
son ideas que chocan con las creencias del pueblo; estas reformas son 
completamente irrealizables en España, porque toda España se levantaría 
si mañana dijéramos que el catolicismo no será la religión del país. ¡Ah, 
qué grande error, qué error tan manifiesto! Hace tiempo que el catolicismo 
está muerto en la conciencia de este pueblo» 8 . El mismo Gobierno 
provisional adoptó una serie de medidas de persecución religiosa, que 
comprendían la inevitable expulsión de los jesuitas, la limitación de los 
conventos, la incautación de los archivos y tesoros religiosos y una 
singular disolución de las conferencias de San Vicente de Paul en las que 
el ministro de Juticia creyó ver, según sus propias palabras, una especie 
de masonería-católica. Con todo no fue ésto -ni el que una sesión de las 
Cortes se llamara popularmente la «sesión de las blasfemias» por las que 
pronunció a modo de discurso, que hubo de cortar la presidencia, un 
diputado socialista- lo más grave ni significativo de la cuestión religiosa. 
Porque lo verdaderamente grave y nuevo en esta Revolución de 1869 
no es el sectarismo anticlerical, ni la impiedad anecdótica y grosera de un 
8. Diario de Sesiones de las Cortes Constituyentes, 24-111-1869, t. DI, p. 705. 
El liberalismo de Pi y Margall adquiría carta de ciudadanía y daba consistencia a una im-
portantísima fracción de la intelectualidad española. Algunos de ellos intervinieron en el 
proyecto de matrimonio civil, como Diaz Quintero. «Estas corrientes de extremado librepen-
samiento tuvieron una clamorosa publicidad a escala nacional en las Constituyentes de 
1869, donde diputados como Suñer, Capdevilla y Diaz Quintero no se recataron de proferir 
conceptos blasfemos e injuriosos para los católicos, que si bien concitaron la repulsa de los 
mismos liberales, quedaron en la más completa impunidad» (J.M. T E J E D O R , Los obispos 
españoles en el Concilio Vaticano I, en "La Historia de la Iglesia", XXIV, Valencia 1974, 
p. 6 5 4 . 
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hombre, sino el intento formulado como propósito expreso de un partido 
de separar el Estado de la Iglesia, a la que consideraba causa de la 
decadencia española. Por eso, la libertad de conciencia y la libertad de 
cultos que se apunta tímidamente en el art. 21 de esta Constitución era una 
clara consecuencia de los principios mismos del liberalismo radical. 
Y no deja de ser significativo de la situación del pensamiento español 
en la segunda mitad del siglo XIX que Castelar concrete esa antítesis 
(Estado-Iglesia) como una oposición entre la Universidad y la Iglesia. «La 
verdad es que pagáis una Universidad y la Iglesia. Y ¿sabéis lo que 
enseñará la Universidad pagada por vosotros? Enseñará el derecho 
natural, la historia del progreso, la filosofía racionalista; en tanto que la 
Iglesia pagada por el Estado enseñará la política de la autoridad, la historia 
reaccionaria, el derecho canónico, y que todos los pueblos deben estar 
sometidos al Papa» 9 . 
La revolución septembrina creó, con la nueva situación nacida, la 
urgente necesidad del reconocimiento por parte de la Santa Sede. El co-
mún denominador de esa situación española fue el aislamiento en una 
Europa de predominio legitimista. Se comprende la urgencia de ese 
reconocimiento, no sólo de cara al continente, sino más bien dentro del 
propio país donde el clero, cuya influencia no desconocían los hombres 
del Gobierno, se mantenía firme, desde el episcopado a los humildes 
párrocos de aldea, en una tradicional adhesión al Pontificado, reforzada 
tras los ataques que éste venía padeciendo, y compartida mayoritariamente 
por el pueblo, pese a la intensidad de las corrientes anticlericales que 
desde las aulas universitarias, las páginas de la prensa o los bancos de las 
Cortes, como portavoces de un liberalismo cada día más reprobado por la 
Iglesia, pretendía imponerse. 
«Esta insoslayable realidad determinó la insistencia con que los 
gobiernos del Sexenio solicitaron el reconocimiento del Papa, compo-
niendo ante Roma un exterior respetuoso ante el hecho religioso y aparen-
temente comprometido en superar la demagogia y el anticlericalismo mili-
tante cuya estridencia disonaba de las promesas de los gobernantes» 1 0. 
9. Diario de Sesiones..., cit. (5-III-1869), t. m. Puede consultarse M. M E N É N D E Z 
P E L A Y O , Historia de los heterodoxos españoles, t. n, Madrid 1956, pp. 1120 s. 
10. M. E S P A D A B U R G O S , La Santa Sede y la Restauración, en «Alfonso X I I y los 
orígenes de la Restauración», Madrid 1975, p. 124. 
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Las relaciones entre España y la Santa Sede no se rompieron nunca. 
El interés de una parte y la lógica prudencia de la otra hicieron de esta 
época tirante una de las más interesantes para el estudioso de la di-
plomacia. Así, la obra de Jerónimo Becker muestra con gran profusión de 
datos lo difícil del momento 1 1 . De un análisis de los años que transcurren 
desde la revolución de septiembre a la restauración de Alfonso XII, pode-
mos afirmar que de cara a la Santa Sede, la contradicción fue casi la 
norma en que se movieron los gobiernos demócratas de España. Quisie-
ron ofrecer un exterior respetable y conservador, pero no supieron frenar 
el carácter anticlerical de su planteamiento ideológico y de su legislación. 
Una serie de decretos, comenzando por el 12 de octubre que suprimía 
la Compañía de Jesús y se incautaba de sus casas y de sus bienes, se iban 
a escalonar con profusión en los primeros meses del nuevo régimen, mar-
cando la pauta de ese divorcio entre las promesas y los hechos y ensan-
chando la grieta abierta entre la Iglesia y el Estado. La extinción de mo-
nasterios, colegios y conventos fundados tras la ley de 1837, la disolu-
ción de asociaciones religiosas como las conferencias de San Vicente de 
Paul o la supresión de las asignaciones oficiales a los seminarios, fueron 
la expresión de un anticlericalismo presente en la escena política, creciente 
en la vida pública y militante en muchos de los hombres de la situación. 
Son de sobra conocidos los incidentes de violencia que tal política 
desencadenó. «Baste recordar el linchamiento del gobernador civil de 
Burgos, Gutiérrez de Castro, cuando se disponía a llevar a cabo en la 
catedral las disposiciones de los decretos de 18 de octubre de 1868 y de 1 
de enero de 1869 sobre incautación de bienes de la Iglesia. O la reacción 
que originó el asalto de la nunciatura de Madrid, que obligó a monseñor 
Franchi a buscar refugio en la legación de Bélgica, mientras un grupo de 
manifestantes arrastraba por las calles el escudo de la Santa Sede, violen-
tamente arrancado de la fachada de la Iglesia de los Italianos, de la 
Carretera de San Jerónimo» 1 2 . 
La ideología anticlerical de los hombres de gobierno se fue expan-
diendo a la legislación. Hemos anotado algunas de sus manifestaciones. 
Pero el triunfo fue el planteamiento y la implantación rapidísima del 
11 . J. BECKER, Relaciones diplomáticas entre España y la Santa Sede durante el siglo 
XIX, Madrid 1910. 
12. M. E S P A D A S , La Santa Sede..., cit., pp. 131-132. 
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matrimonio civil. Los daños que se producían y las continuas ofensas a la 
religión católica resaltaban con demasiada evidencia para que el modo ex-
terno de proceder de esos mismos hombres que los provocaron, así como 
su empeño en dar seguridades verbales de acatamiento a la sede de Pedro, 
no resultase un nuevo insulto. Así lo afirma don Severo Catalina y del 
Amo, ministro de Fomento en el último gobierno de González Bravo y 
hombre de cierta talla intelectual, que fue nombrado por Isabel II en el 
exilio como su representante confidendial en Roma. En una de las cartas 
que dirigía a Isabel II, don Severo denuncia ese modo engañoso de 
proceder, de lobo recubierto de piel de oveja. «Le expuse (al cardenal 
Antonelli) la táctica emprendida por aquellos gobernantes de acariciar al 
nuncio, atraerlo a todo trance y dar a entender a las gentes que la Santa 
Sede está con ellos en paz y amistad. 
»Sé, le dije, que en un solo día han estado en la Nunciatura dos mi-
nistros (Serrano y Romero Ortiz), el general Córdoba y Rios Rosas, to-
dos a dar seguridades de que las cosas y las personas eclesiásticas se res-
petarán, de que el concordato será restaurado en todas sus partes y 
artículos; de que se dejarán sin efecto los decretos contra las monjas y los 
jesuítas; que se avisará a estos para que vuelvan cuando bien lo tengan; 
que el ministerio está angustiado con los demócratas; que reprueba todo lo 
hecho en agravio de la Iglesia; en fin, que se busca a todo coste la 
simpatía del clero; todo esto, sin embargo, añadí, es una añagaza y un 
recurso vulgar. 
»Mientras los ministros daban esas seguridades, enviaban órdenes 
secretas para que se llevase a cabo las supresión de conventos de monjas 
con toda celeridad, seguían demoliéndose iglesias, se decretaba la erec-
ción de un templo protestante (9 de noviembre); se accedía a la vuelta de 
los judíos; se veía impasible que en Reus se autorizase el matrimonio civil; 
se cometían, en fin, horrores con las pobres religiosas de Antequera y en 
Badajoz» 1 3 . 
He querido traer aquí este testimonio directo de un modo de proceder 
común de políticos anticlericales para comprender más tarde, cuando se 
apruebe la ley de matrimonio civil, la actitud que aviva sus ánimos, 
suaves por fuera, revolucionarios por dentro. 
13. Fragmentos de la correspondencia de Severo C A T A L I N A , Roma 15-XI-1868, 
A.R.A.H., Correspondencia Isabel II, leg. 6955. 
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2. Bases doctrinales del liberalismo en torno al matrimonio civil 
En efecto, el progreso del liberalismo planteó hondos y difíciles 
problemas en las relaciones Iglesia-Estado. Sobre ellos voy a detenerme 
en este capítulo. 
Unas palabras de Ehler nos pondrán rápidamente en sintonía sobre lo 
que quiero expresar: la complejidad de manifestaciones y el abierto campo 
de posibilidades sobre el que influyó el Liberalismo. Encuentra, a pesar 
de todo, este autor unas líneas generales o tendencias en el pensamiento 
liberal que no dejaron de darse en los diversos países donde caló hondo. 
«El liberalismo era un movimiento mixto, bastante flexible en sus mani-
festaciones políticas y adaptable a las condiciones especiales de cada país. 
Pero en todas partes mostraba una misma tendencia, marcada y predo-
minante: en política, era enemigo del absolutismo real, de los vestigios 
feudalistas, de los privilegios aristocráticos, de monopolios comerciales y 
de proteccionismos económicos. En todos estos aspectos, su objetivo era 
el de reducir la autoridad establecida a una sociedad y aumentar los 
derechos individuales contra los cargos dirigentes de las comunidades 
religiosas y contra la sabia de las doctrinas positivas; ambas cosas habían 
de ser reducidas, si no abolidas, en beneficio de sus propias formas de 
pensar y de obrar» 1 4 . 
Estas mismas tendencias no obran unos mismos resultados. Por 
ejemplo, el impacto que causó en las iglesias cristianas fue muy diverso. 
Ciertamente modificó grandemente las relaciones Iglesia-Estado allí donde 
se introdujo esta concepción. Sin embargo, los frutos fueron diversos. La 
idea de tolerancia, típicamente liberal al menos en lo que respecta a su 
defensa y no a su existencia como noción, ya antigua, supuso en algunos 
países gran ventaja para las iglesias no establecidas, dada la imperatividad 
y efectividad del principio «cuius regio eius religio». Así, por ejemplo, la 
implantación de la ideología liberal en los Estados Unidos fue beneficiosa 
para la Iglesia católica que pudo extenderse con bastante libertad. De igual 
modo los protestantes obtuvieron gran ventaja y provecho de la tolerancia 
introducida en Francia por la Revolución de 1789. Asimismo, los cató-
licos fueron los beneficiarios de la ley británica llamada ley de Emanci-
pación Católica de 1729, que puso fin al largo período de inferioridad 
14. S.Z. EHLER, Historia de las relaciones..., cit., pp. 132 s. 
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cívica a que se hallaban sometidos en el Reino Unido. Otro tanto sucedió 
en Prusia, luterana desde los comienzos de la reforma protestante, y don-
de la Iglesia católica era prisionera del poder político plenamente identifi-
cado con el movimiento luterano. La Constitución de 1850 reconoció, por 
fin, la igualdad a los católicos. Y, por otra parte, los protestantes obtu-
vieron libertad de fe y de culto en países de tan católica tradición como 
Bélgica, por la Constitución de 1831, y en Austria, donde la ley conocida 
por «Protestantenpatent», de 1861, vino a completar la ley de Tolerancia 
del emperador José II y a liberar a los protestantes de los últimos vestigios 
de descriminación legal. 
Todos estos hechos históricos, encuadrados en la Historia de Europa, 
señalan un cambio radical, inconcebible unos años antes. El contraste con 
el régimen de intolerancia bajo los monarcas absolutos de los siglos 
precedentes señalan, sin lugar a dudas, el comienzo de una nueva etapa 
para Europa: la era de la tolerancia religiosa general. Y la obra de este 
inmenso cambio de panorama se debe al liberalismo en lo que tiene de 
sustrato ideológico en cada uno de estos fenómenos sociales. 
Otra cosa sería examinar si la Iglesia católica, que -como hemos ya 
afirmado-, venía siendo de hecho prisionera del poder político, acertó o 
no a ver las posibilidades que la nueva situación le ofrecía. No sería breve 
la reflexión que en torno a este punto podría hacerse. De todos modos, 
con de la Hera, cabe decir que «ante un Estado que se proclamaba 
agnóstico y pretendía reducir a la religión al fuero de las conciencias, la 
intelectualidad católica oficial proclama la alianza entre el trono y el altar, 
como fórmula que simboliza la solidaridad de ambas instituciones frente al 
ataque liberal» 1 5 . 
Con destreza dibuja Ehler las características de este movimiento. De 
su intelección -a mi parecer- depende la comprensión del influjo que en 
España obró el Liberalismo, y, concretamente, la repercusión que tuvo en 
el tema del matrimonio civil obligatorio en España. «Dado que el movi-
miento liberal iba ganando influencia progresivamente -afirma Ehler-
fueron muchos los hombres que emprendieron la difícil tarea de recon-
ciliar éste con las enseñanzas de la Iglesia romana. En términos generales, 
el catolicismo se hallaba dividido en dos corrientes, a semejanza de lo que 
15. A. DE LA HERA, Iglesia y..., cit. , p. 276. 
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ocurría en todas las Iglesias cristianas y en la opinión pública de cada país 
europeo en el terreno político. Dos escuelas ideológicas emergieron entre 
los católicos respecto a la actitud a adoptar hacia los nuevos métodos del 
gobierno secular en Europa. Una de ellas recibió el nombre de«Católica-
Liberal». Sostenía ésta que no todas las manifestaciones del liberalismo 
eran malas, y que correspondía a la Iglesia averiguar cuáles eran las bue-
nas para utilizarlas en beneficio de su misión en el mundo. Los seguidores 
de esta tendencia creían que la Iglesia no tenía nada que temer de la liber-
tad de cultos, de la libertad de expresión ni de una prensa libre. Insistían, 
por el contrario, en que todas estas cosas podían redundar en beneficio de 
la Iglesia, aumentando su fuerza persuasiva y su expansión. La otra 
escuela del pensamiento católico es la conocida por 'ultramontana' por 
considerarse inpirada en la autoritaria y centralizante tradición del paga-
nismo romano. Comprendía a los elementos conservadores de la Iglesia, 
según los cuales las nuevas libertades eran a priori peligrosas, amena-
zadoras y propicias a generar una sociedad no cristiana, si se les daba 
rienda suelta. Por tanto, dichas libertades habían de ser combatidas y 
reprimidas. Inevitablemente, los adeptos de esta escuela tenían forzosa-
mente que chocar a menudo no sólo con los 'católicos oficiales', sino con 
los liberales en general» 1 6. 
Este cuadro del intelectualismo católico ante la ola liberal del siglo 
pasado nos ayuda a comprender lo que ocurrió en la revolucionaria Es-
paña de 1869. Estos dos bandos, se encontraban continuamente enfren-
tados en la prensa del momento (basta leer los periódicos de esos años: El 
Imparcial, La Época, Discusión, País, Pueblo, El Universal, etc). Sin 
embargo, donde se aprecia sobre todo esta división de corrientes del 
pensamiento católico en España es en el tema del matrimonio civil, fuente 
de una acerva y hasta acre verbalización. Justamente los defensores del 
matrimonio civil, en especial Montero Rios y Cristino Martos, y sus opo-
sitores, Calderón Collantes y Ochoa, aunténticos artífices de tan discutida 
ley civil, serán protagonistas de esta época liberal decimonónica. Los dos 
primeros diputados, sin dejar de hacer alarde de catolicismo, mostrarán 
ellos mimos a través de sus discursos la fuerza que los ideales liberales 
tuvieron en su pensamiento y la plasmación de los mismos en una ley, 
16. S.Z. EHLER, Historia de las relaciones..., cit., pp. 134 s. 
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hija legítima de un vigoroso Liberalismo en pleno auge. Los otros dipu-
tados mencionados, frecuentemente denominados con el nombre de ultra-
montanos en las múltiples sesiones parlamentarias, no cesarán de advertir 
sobre el peligro de tal pensamiento y de combatir la ley. 
He aquí un botón de muestra de la oposición de estas corrientes en 
dos diarios que claramente mantuvieron la línea del pensamiento liberal y 
la línea tradicionalista: El Imparcial y La Época, respectivamente. El hecho 
concreto, la votación en Cortes del artículo primero del proyecto de ley 
para autorizar el matrimonio civil. El Imparcial en fecha 15 de mayo de 
1870 se expresa así: «Ayer noche ha sido votado en las Cortes el primer 
artículo de Ley para autorizar al ministro de Gracia y Justicia a plantear 
desde luego varias leyes, tales como la del matrimonio civil, la de reforma 
del clero y algunas otras. 
»E1 artículo primero, que es el que ha sido votado comprende la 
autorización para plantear el matrimonio civil. Las Cortes le han aprobado 
por 137 votos contra 34. Después de la discusión que ha habido sobre 
este artículo, después de la oposición que le había hecho la unión liberal, 
la votación es tanto más significativa, cuanto que contándose en ese 
número 34 diputados neocatólicos, se ve que buena parte de los diputados 
unionistas no han votado en contra. 
»Con satisfacción vemos que todos los absurdos que en contra del 
matrimonio civil se habían dicho y repetido, no han tenido influencia 
alguna en la solución de esta importantísima reforma; si bien desde luego 
era de esperar que los radicales la apoyarían con sus votos. 
»Los diarios neo-católicos seguirán diciendo cuanto tengan por 
conveniente acerca de esta reforma. Nosotros continuaremos diciendo que 
el Papa llama a Francia hija 'primogénita' de la Iglesia, título que Pío XI 
ha dado no hace mucho al emperador Napoleón; que en Francia existe el 
matrimonio civil; que la Iglesia no puede tener dos pesos y dos medidas, 
una para Francia y otra para España; y que si el matrimonio civil fuese en 
España contrario a la religión, no se comprende como no habría de serlo 
en Francia» 1 7 . 
Por su parte, La Época también comenta al día siguiente este mismo 
hecho ocurrido en las Cortes. Dice así: «Ciento cuarenta y dos votos con-
17. «El Imparcial», 15 de mayo de 1870. 
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tra treinta y cuatro han aprobado el artículo primero de esos que por anto-
nomasia se llaman, aun en los documentos oficiales, los proyectos pre-
sentados por el ministro de Gracia y Justicia, por no permitir el uso de 
una denominación más adecuada y concreta la forma anómala y extrava-
gante con que han sido presentados al debate. Ese artículo primero, ya 
aprobado, autoriza al gobierno para publicar como ley provisional la que 
da reglas para el matrimonio civil indisoluble. 
»(...) Pero no podrán menos de ser alteradas las disposiciones que 
han sido un acto de hostilidad contra la religión del Estado, ni las intru-
siones de este en el terreno de la competencia de la Iglesia, ni la dispo-
sición transitoria que ha declarado indisoluble las uniones contraídas bajo 
el imperio de una legislación que no les daba tal ca rác te r 1 8 . 
Estas últimas palabras confirman especialmente lo que expone este 
trabajo: la defensa de la indisolubilidad del matrimonio civil en razón de la 
naturaleza misma de la institución natural, parte de aquellos que separan el 
sacramento del contrato. En cambio, no entienden esta defensa los que, 
erradamente, consideran que la indisolubilidad es una cuestión exclusiva-
mente religiosa. 
En pocas palabras, la ley civil, al regular la institución -diría uno de 
sus defensores en las Cortes-, no ha de ver más que ciudadanos, así como 
la religión creyentes, y de ahí la consecuencia de que el matrimonio debe 
subsistir independientemente y sin relación alguna con el religioso, y, por 
tanto, sus solemnidades pueden ser impuestas como precepto, al paso que 
las del segundo han de abandonarse a la libre conciencia de los contra-
yentes. De modo que el primer principio es que sea obligatorio. 
Este es el pensamiento que late en los liberales españoles que trajeron 
a España la institución del matrimonio civil. «La institución del matri-
monio civil es producto de la unión de dos fuerzas que en su indigencia se 
atraen recíprocamente desde su misma génesis histórica; la tendencia 
absolutista del Estado moderno y el fenómeno social de división religiosa 
provocado por la Reforma» 1 9 . Este fenómeno social creció fuertemente 
entre los años que rodean al nacimiento de la ley, es decir, el año 1870. 
«Todo fenómeno social encuentra pronto o tarde un cauce jurídico. Para 
18. «La Época», 16 de mayo de 1870. 
19. E. LALAGUNA, Estudios de derecho matrimonial, Madrid 1962, p. 255. 
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encauzar la corriente de apartamiento de la 'iurisdictio' de la Iglesia, creará 
el Estado moderno una serie de medidas jurídicas, entre ellas el matri-
monio civil. El pensamiento protestante aportará las bases doctrinales de 
esta regulación» 2 0. 
En efecto, «en el orden de los principios la Revolución de septiembre 
significó ante todo la afirmación de un nuevo sentido del liberalismo, al 
que podemos llamar liberalismo radical, en contraposición con el libera-
lismo doctrinario, que había inspirado casi sin contradicción desde los 
orígenes del constitucionalismo español. Su encarnación concreta fué una 
proclamación de derechos de característica intensidad. Estos derechos 
acompañan a la revolución desde su mismo origen. Fueron proclamados 
por las Juntas revolucionarias y puestos en práctica inmediatamente por el 
Gobierno provisional y no es de extrañar que la constitución los incor-
porara como uno de los frutos más preciados de la revolución» 2 1. 
Uno de esos principios o derechos, en los que se apoyarían después 
para establecer el matrimonio civil en España, era el de la libertad de 
conciencia y la libertad de cultos, proclamados por el liberalismo. «La 
libertad de conciencia y la libertad de cultos que se apunta tímidamente en 
el artículo 21 de esta Constitución era una clara consecuencia de los 
principios mismos del liberalismo radical. Concebida la libertad como un 
contenido para la verdad y el error, cuyo único correctivo era su propia 
concurrencia, era incompatible con toda confesión dogmática. Pi y 
Margall lo señala certeramente» 2 2. 
El liberalismo católico de los españoles del diecinueve rechaza evi-
dentemente el dominio del Estado sobre la Iglesia. Este era el pensamiento 
de Montero Rios, reconocido más allá de los Pirineos por su ideología 
liberal. «La Spagna ebbe il matrimonio civile colla 'ley de matrimonio 
civil' del 18 giugno 1870. Fu promulgata sotto la reggenza del maresciallo 
Serrano... Essa porta pure la firma di Eugenio Montero Rios, famoso 
liberale e professore di diritto canonico all'Università de Madrid ove 
aveva sostenuto quel 'cismontanismo', al quale è inspirata la relazione 
della legge suddetta, e che altro non è se non la forma spagnola di quella 
2 0 . Ibidem, p. 2 5 6 . 
2 1 . L . S Á N C H E Z A G E S T A , Historia del..., cit., pp. 2 9 5 s. 
2 2 . Ibidem, p. 3 0 2 . 
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attenuata dissidenza da Roma che in Francia ha dato i gallicani, in 
Germania i vecchi cattolici» 2 3. 
Este autor italiano, analizando el fenómeno del matrimonio civil en las 
diversas legislaciones, incluida la española de 1870, resalta uno de los 
puntos por los que se llevó a la práctica ese dominio del Estado sobre la 
Iglesia, la libertad religiosa entendida al modo de los liberales. «L'ipo-
crisia della libertà religiosa, cioè questa intesa ed applicata in maniera che 
di fatto riesca soppressa, è una delle più tristi caratteristiche del secolo 
XIX. A questa menzogna convenzionale, sono inforniate, se può dire, 
quasi tutte le legislazioni, e nella incertezza delle une; nel criterio reazio-
nario delle altre, nella ispirazione gacobina di molte, si trova latente e 
qualche volta anche palese un concetto peculiarmente ostile alla religione 
cattolica ed alla Chiesa romana» 2 4 . 
El Estado esgrime la libertad religiosa, en este fin de siglo, para 
imponer a los contrayentes la separación entre el aspecto religioso y el 
civil en el matrimonio. Pero impone también la indisolubilidad por 
considerar que no está en terreno religioso. En nuestros días, el Estado 
vuelve a esgrimir la noción de libertad para imponer el divorcio, pen-
sando, con un mismo criterio uniformista, que el compromiso conyugal 
irrevocable supone un atentado a la libertad, y que la indisolubilidad es 
una cuestión religiosa, de conciencia. «Hemos pasado de un sistema de 
divorcio vincular prohibido a otro de matrimonio indisoluble prohibido. 
En un tema como éste en el que están en juego las convicciones más 
íntimas de las personas, considero que hubiera sido preferible que la ley 
diera cabida a ambos regímenes, a opción de los contrayentes» 2 5 . No 
tiene hoy acogida en el derecho -ni cauce, pues, para su ejercicio- la libre 
opción de los contrayentes por un matrimonio indisoluble. Lo que habían 
entendido entonces los liberales como una cuestión indiscutible, por no 
pertenecer al fuero interno de la conciencia, sino a la misma naturaleza del 
contrato matrimonial, se ha venido abajo por caer en el mismo error que 
2 3 . V. MANGANO, Matrimonio e Divorzio nelle legislazioni comparate, Siena 1902, 
p. 125. 
2 4 . Ibidem, p. 66. 
2 5 . J. ViDELA, Efectos de la separación personal y del divorcio vincular, en AA.VV. 
«Nuevo Régimen de Matrimonio civil, Ley 23.515», Buenos Aires 1989. 
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cometían entonces los «ultramontanos» al defender la indisolubilidad 
únicamente desde el punto de vista religioso, sacramental. 
II. EL PROYECTO DE LEY DE MATRIMONIO CIVIL 
1. El nacimiento del proyecto de ley de 1870 
El día 6 de marzo de 1869 se redactó una proposición de ley en el 
Palacio de las Cortes que tenía como autores a los Sres. Luis del Río y 
Ramos, Roberto Robert, Fracisco Diaz Quintero, Fernando Garrido, 
Francisco Pi y Margall, Blas Pierrad y Juan José Hidalgo. Esta pro-
posición dice lo siguiente: 
«Establecida ya de hecho la libertad de cultos en España, pedimos a 
las Cortes Constituyentes que, para hacer efectivo uno de sus principales 
beneficios, se sirvan decretar con urgencia el establecimiento del matri-
monio c iv i l» 2 6 . 
Esta proposición se presentó en la sesión del día 9 del mismo mes, 
que se abrió a las cinco menos cuarto y se levantó una hora después. 
Presidía las Cortes D. Nicolás M a Rivera, siendo Secretario el Sr. Llano y 
Persí. Las sesiones autorizaban la lectura de varias proposiciones de ley, 
entre las cuales se contaba la que acabamos de transcribir arriba. 
Seis días después, esto eso, en la sesión 15 de marzo, se dio la 
palabra al Sr. del Río para apoyar la proposición de ley presentada: 
«Sres. Diputados, no me levanto a hacer un discurso, sino a dirigiros 
algunas observaciones en pro de esta proposición de ley, que yo espero 
ha de ser acogida por vosotros, porque está en el espíritu de la revolución 
y creo que está también en el espíritu de la miñona, en el de la mayoría y 
en el Poder ejecutivo.. . » 2 7 . 
El discurso -porque en realidad fue un discurso, y largo- iba enca-
minado, según del Río, a proclamar uno de esos derechos «impres-
criptibles e ilegislables garantizados por el sufragio universal» como es la 
libertad religiosa y, como consecuencia necesaria, el matrimonio civil. 
26 . Diario de Sesiones..., apéndice I o al Diario n. 22, sesión 9-111-1869. 
27 . Diario de Sesiones..., sesión 15-IU-1869, p. 510. 
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«La libertad religiosa es una necesidad en España -decía con vehe-
mencia el diputado-, porque sin libertad religiosa no hay libertad de 
pensar; sin libertad religiosa no hay libertad científica; sin libertad reli-
giosa no hay independencia filosófica; sin libertad religiosa no hay perió-
dico, no hay folleto, no hay libro. La libertad religiosa es la consecuencia 
lógica, indeclinable y necesaria de la libertad de pensar, de la libertad 
científica» 2 8. 
Continuaba del Río, diputado republicano, anticlerical a ultranza, con 
una larga tirada contra la Iglesia católica en la que veía un obstáculo para 
la obtención de esta libertad religiosa: «¿Quién la niega? ¿Por qué no ha 
existido? No ha existido por la intolerancia que ha producido tantas gue-
rras, tantos horrores, tantas desgracias, tanta sangre; la intolerancia cató-
lica, que ha producido tanto atraso en nuestro pais; la intolerancia católica, 
que ha impedido que nosotros entrásemos en el cauce de la civilización 
moderna como los grandes pueblos de Europa» 2 9 . Sólo al final de su 
discurso se refiere al matrimonio civil con estas palabras: «El matrimonio 
civil es una consecuencia necesaria de la libertad religiosa. El matrimonio 
es uno de los actos más importantes, más trascendentales de la vida; el 
matrimonio es la base de la familia, así como la familia es la base del 
Estado: la familia es donde se refleja la sociedad entera, es donde se 
realizan los fines de la humanidad. 
»Pues si hay libertad religiosa, si hay siquiera tolerancia de cultos, 
aunque no se separe completamente la Iglesia del Estado, es preciso que el 
Estado no vea fieles, sino ciudadanos, al contraer ese acto; es preciso que 
se separen las ideas de fieles y ciudadanos; es preciso que también se 
separen el contrato civil y el sacramento; es preciso que se organice ese 
contrato civil con arreglo a los sanos principios del derecho natural, con 
arreglo a los principios eternos de justicia» 3 0 . 
Esgrimidas las dos nociones fundamentales de libertad religiosa y de 
separabilidad entre contrato y sacramento, no habría más que decretar el 
matrimonio civil. Pero no fue más allá la proposición, aún metida en el 
caos revolucionario en que entonces vivía la nación y la misma Cámara. 
El Sr. Ministro de Gracia y Justicia (Romero Ortiz), que debía contestar, 
28 . Ibidem. 
29 . Ibidem, p. 511. 
3 0 . Ibidem, pp. 511-512. 
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puso de manifiesto la osadía de tal proposición, sin un estudio y una 
ponderación necesaria para cualquier ley, máxime cuando se trata de una 
ley que, como decía el mismo Sr. del Río, afecta a la familia, clave de la 
sociedad. 
«Para comprender la gravedad de la reforma que propone el Sr. del 
Río -diría entre otras cosas el Sr. Ministro-, basta enumerar brevemente 
algunos efectos naturales y lógicos del matrimonio (...). Supongamos que 
su proposición se convierta en un hecho, en una ley... ¿existiría por eso 
en España el matrimonio civil? ¿Ante qué funcionario se verificaría? ¿Qué 
condiciones se exigirían a los contrayentes? ¿Podrían ellos fijar previa y 
convencionalmente un plazo para su disolución?» 3 1. 
Juzgaba entonces el Sr. Ministro como una imprudencia el dejarse 
llevar de la pasión de arengas políticas sin hacer frente a los problemas 
que en sede de derecho plantea tal proposición: no se podía sin más 
establecer el matrimonio civil y hacer que produjera los efectos civiles, 
que producía hasta entonces el matrimonio canónico. Por eso termina el 
Sr. Ministro: 
«Concluyo, Sres. Diputados, repitiendo la seguridad de que traeré 
aquí muy en breve, antes de un mes probablemente, el libro I del Código 
civil, donde se trata del matrimonio civil, y por lo tanto, ruego al señor del 
Río que se sirva retirar su proposición, y si no tuviese por conveniente 
hacerlo, suplico a los Sres. Diputados de la mayoría que no la tomen en 
consideración» 3 2. 
Queda claro que no podía prosperar tal proposición así presentada, y 
de hecho no prosperó. Salen de esta proposición, sin embargo, algunos 
puntos importantes, como el propósito de presentar el libro I del Código 
civil, y la insistencia en introducir una institución ausente aún por enton-
ces en nuestro suelo. Como es sabido, hasta el momento rigen en España, 
como Leyes del Reino, las disposiciones del Concilio de Trento, y no era 
conocida más forma de matrimonio que la canónica. De intento he emplea-
do la expresión forma de matrimonio, según la terminología entonces en 
uso. Se reconocía la competencia de la Iglesia, no sólo en lo referente a la 
disciplina insititucional sino también en lo relativo a la jurisdicción para 
declarar la nulidad o para decretar la separación de los cónyuges. 
3 1 . Ibidem, p. 512. 
3 2 . Ibidem, p. 513. 
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El proyecto de 1851 reconocía sólo el matrimonio canónico, y dis-
tinguía dentro de él unos efectos civiles, respecto de los cuales atrajo la 
competencia a los órganos del Estado. Existían ciertamente algunas reales 
órdenes y decretos relativos al consentimiento o, en el matrimonio de me-
nores, a licencias y consejos. Pero el proyecto no llegó nunca a con-
vertirse en Código y la situación permaneció inmodificada hasta 1870. 
Desde el 15 de marzo de 1869 hasta el 17 de diciembre del mismo 
año, no vuelve a tratarse de la cuestión del matrimonio civil, a no ser de 
modo esporádico. Esta última fecha -cuando ocupaba ya el cargo de 
Ministro de Gracia y Justicia Ruiz Zorrilla, y era Subsecretario del mismo 
D. Eugenio Montero Ríos- puede señalar el comienzo del debate en las 
Cortes Constituyentes del proyecto de ley de matrimonio civil, aunque en 
realidad se tratara del discurso programático del nuevo Ministro en el que 
presentaba su programa de gobierno, en el que influyó decisivamente su 
Subsecretario. 
Pero en esos días Prim protagonizó una serie de acontecimientos 
políticos, que desembocaron en una nueva crisis de Gobierno, tan fre-
cuente en esos momentos. El día 9 de enero, menos de un mes después 
del discurso programático, ocupa Ruiz Zorrilla la presidencia del 
Congreso; Prim -naturalmente- la del Gobierno, y el joven Subsecretario 
Montero Ríos toma la cartera de Gracia y Justicia. Se encargará Montero 
Ríos, a partir del 9 de enero, de llevar a la práctica aquella lista de pro-
yectos y reformas, que poco antes Ruiz Zorrilla había leído a las Cortes, 
pidiendo la autorización para plantearlos en forma de leyes. En total son 
ocho: 1) Reforma de casación civil. 2) Matrimonio civil. 3) Supresión de 
la pena de argolla. 4) Reglas sobre los efectos civiles de la pena de 
interdicción. 5) Establecimiento del recurso de casación en lo criminal. 6) 
Reformas necesarias en procedimiento criminal para el planteamiento de la 
casación. 7) Reglas para el ejercicio de la gracia de indulto. 8) Rein-
corporación al Estado de los oficios de la fe pública enajenados por la 
Corona y provisión de las notarías. 
Cada una de estas reformas se encuentra explicada en el apéndice 
correspondiente a la sesión del 17 de diciembre de 1869. Iban acompa-
ñadas de sendas exposiciones a las Cortes, explicativas del alcance de 
estos proyectos y solicitaban autorización para desarrollar en ellos el 
pensamiento de la Revolución. 
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Una explicación general de todos los proyectos, donde se expresa 
este motivo político, se encuentra en el apéndice I o . Se anuncia que el 
proyecto de ley pidiendo autorización para plantear los que acaba de leer el 
Sr. Ministro de Gracia y Justicia, pasará a las sesiones para nombra-
miento de la comisión. 
De la exposición hecha en el apéndice primero entresacamos los 
motivos alegados para presentar el proyecto de ley de matrimonio civil, 
que se pide sea autorizado por las Cortes para que el Gobierno pueda 
publicar como ley provisional. 
Veamos las palabras del hasta entonces Ministro de Gracia y Justicia, 
Ruiz Zorrilla en su discurso del 17 de diciembre de 1869: 
«Otro proyecto se refiere a la institución del Matrimonio civil. Este 
acto, que es anterior a la existencia de las religiones positivas, y es por su 
naturaleza un contrato, es también entre los cristianos un sacramento; y 
por más que en otro tiempo éste se haya considerado como lo principal, y 
aquel como lo accesorio, es evidente que cabe la completa separación de 
instituciones, y que mientras los cánones de la Iglesia católica regulan la 
institución del Matrimonio según estiman más conveniente para los altos 
fines morales y religiosos, también la potestad civil puede legalmente 
establecer reglas de las cuales dependen los efectos civiles y políticos de 
aquel acto. Y como en la actualidad, después de los sucesos y de las 
reformas introducidas en otros ramos y a la sombra de determinadas 
disposiciones, se han efectuado y celebran matrimonios civiles, interesa 
para los fines de la convivencia y de la moralidad públicas, no menos para 
las relaciones de derecho, poner aquellos actos bajo la garantía de una ley 
civil, como en otros, sin esperar en el nuestro la formación del nuevo 
Código, en cuyo cuerpo realmente sería más adecuado determinar las 
disposiciones acerca de esta materia» 3 3 . 
Analizando esta exposición, se advierte un planteamiento típico que 
se repite en los países que acogen en sus leyes el proceso de seculariza-
ción. Aparentemente, diríamos, se presenta un primer motivo, concreto, 
un hecho, una costumbre «contra ius», que «se han efectuado y celebran 
matrimonios civiles». Estas costumbres que van más allá del derecho, no 
estaban tan generalizadas en España, ni eran tan frecuentes como para 
3 3 . Diario de Sesiones..., apéndice I o al diario n. 185, ses. 17-XII-1869, p. 1. 
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plantear tan vertiginosamente la aparición del matrimonio civil. Más bien 
parece acogerse el Sr. Ministro a ese proceso de secularización; desea que 
«como en otros paises» se introduzcan en España unas actitudes liberales 
que propugnan el sometimiento del régimen del matrimonio canónico a la 
disciplina jurídico-social. Y desea que ese proyecto se realice cuanto antes 
en España, «sin esperar en el nuestro la formación del nuevo Código» en 
cuyo campo, confiesa, «sería más adecuado determinar las disposiciones 
oportunas acerca de esta materia». Conviene resaltar, pues, que no es tan-
to el hecho de la aparición de celebraciones civiles lo que mueve al Mi-
nistro, sino un argumento doctrinal de rechazo de la doctrina vigente. 
Afirma en efecto Ruiz Zorrilla que ese acto que realizan los cónyuges 
es un contrato; aun sin negar el carácter de sacramento, se cuida de decir 
que para los cristianos es sacramento ese mismo contrato, y el sacramento 
lo refiere al acto de celebración. Se trata para él de cosas distintas donde 
cabe la separación, combatiendo, por lo tanto, la inseparabilidad del con-
trato y del sacramento en el matrimonio de los cristianos. Pero aún hay 
otro presupuesto doctrinal: la afirmación relativa a que en otro tiempo se 
ha considerado como lo principal el sacramento, y como accesorio el con-
trato. Aquí parece estar latente la doctrina galicana de la supremacía de la 
ley civil sobre la canónica, aunque de un modo tímido y aún incompleto. 
Estos presupuestos liberales, de origen galicano, son los empleados 
en los paises católicos para la introducción del matrimonio civil. El 
desarrollo de las argumentaciones es muy interesante, y distinto al que se 
operó en los paises de corte protestante, donde, al negar carácter de sacr-
mento al matrimonio, se llegaba más fácilmente a la conclusión que otros 
alcanzaban después de unos razonamientos más sutiles. Pero al fin y al 
cabo la meta común era privar a la Iglesia de la competencia que había 
ejercido en materia matrimonial. 
Estamos, pues, situados en una fecha clave que habrá que recordar 
por su importancia: el 17 de diciembre de 1869. La exposición de motivos 
al proyecto de ley de matrimonio civil merece un capítulo aparte, y es 
pieza clave para comprender los debates parlamentarios que siguieron 3 4. 
3 4 . Diario de Sesiones..., ses. 19-IV-1870, n. 260, p. 7254. 
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2. La exposición de motivos del proyecto de ley de matrimonio civil 
Se trata de una auténtica obra maestra, en la que todos reconocen a 
Montero Ríos como autor. De hecho, Montero Ríos se refiere en sus 
discursos en las Cortes a este prólogo a la ley, pieza clave para él cuando 
quiere hacer comprender el por qué de la ley de matrimonio civil. 
Mi interés consiste en mostrar que los argumentos de que se sirve la 
exposición de Motivos de la ley ponen de manifiesto con singular acierto 
el espíritu de la misma. Nos detendremos, como es el objeto de estudio, 
en lo que se refiere a la concepción del matrimonio y a las razones que 
definen el matrimonio civil que va a nacer como indisoluble. 
Como ya sabemos, la exposición de motivos se encuentra en el 
Apéndice al Diario de Sesiones número 185, que es el de la sesión del 17 
de diciembre de 1869. Comienza con estas palabras: 
«El matrimonio es la base de todas las instituciones y el elemento 
generador de la sociedad misma. Sin matrimonio no hay familia, sin 
familia la sociedad no existe» 3 5 . 
Sin perder de vista que se está redactando un proyecto de matrimonio 
civil obligatorio conviene notar el respeto por esta institución humana que 
no deja de ser sagrada aunque el Estado legisla sobre toda ella. 
«El matrimonio es también una institución religiosa. Cuando el hom-
bre y la mujer, mutuamente atraídos por las más dulces afecciones del 
corazón, llegan a unir sus destinos para no separarlos jamás, el senti-
miento religioso, por adormecido que se halle en su alma, los arrastra a 
postrarse ante el Ser Supremo para implorar las celestes bendiciones sobre 
su incierto porvenir y su auxilio poderoso en el cumplimiento de los 
gravísimos deberes que por siempre contraen» 3 6. 
Vemos cómo reduce la institución religiosa al sentimiento que los 
cónyuges tengan de llevar ese acto natural al Ser Supremo. Es una con-
cepción que se anticipa al modernismo y que participa como éste de la 
misma raiz liberal. 
Sin embargo, no puede negar que si es una institución religiosa tam-
bién tiene una legislación eclesiástica. Pero es una legislación distinta de la 
civil. La historia de la legislación matrimonial en Europa habla de la 
3 5 . Diario de Sesiones..., apéndice 3 o al diario n.185, ses. 17-XTJ-1869, p. 1. 
36 . Ibidem. 
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armonía de estos dos regímenes hasta nuestros días, cuando la creciente 
secularización ha llevado a contraponer al matrimonio canónico el matri-
monio civi l 3 7 . Continúa ahora el proyecto exponiendo la concepción de 
esta historia de la legislación matrimonial. 
«Este doble carácter del matrimonio explica satisfactoriamente por 
qué aparece siempre en la vida de los pueblos como una institución doble-
mente sagrada, que concurre a solemnizar las prácticas religiosas y la 
sanción civil. 
»En este doble carácter del matrimonio descansa como firmísima base 
la legitimidad religiosa que lo consagra, y la de la legislación del Estado 
que lo regulariza y protege. 
»La religión legisla sobre el matrimonio, porque éste es una insti-
tución trascendental a la vida espiritual y moral del hombre. El Estado 
legisla también sobre él, porque a la vez constituye unión tan santa el 
elemento esencial de su existencia. 
»Estas son evidentes y elementales verdades que ninguna escuela ha 
desconocido» 3 8 . 
El matrimonio como institución, por lo tanto, tiene doble carácter. 
Por su dimensión civil, el Estado lo regula y protege. Por su carácter 
religioso, la Iglesia lo santifica con sus normas y preceptos. Esta doble 
competencia sobre una materia común hace que el Estado y la Iglesia se 
pongan de acuerdo para que no haya contradicción en ambos regímenes. 
Continúa haciendo un poco de historia. 
«Empero, la respectiva competencia de la religión y del Estado sobre 
el matrimonio no implica necesariamente la diversidad de legislaciones 
positivas, como necesariamente implica la diversidad de sanciones. Si la 
religión acepta la legislación por el Estado promulgada, esta legislación 
adquirirá el dobre carácter civil y religioso. Si el Estado hace suyas las re-
glas por la religión establecidas, éstas, que en su origen no eran más que 
preceptos de la conciencia, que en la esfera espiritual tenían su fuerza obli-
gatoria, vendrán a convertirse en leyes positivas de necesario cumpli-
miento en el orden temporal. 
37. Vid. A.M. PUNZI NICOLO, Due modelli di matrimonio, en «Il diritto Ecclesiastico» 
(1986), I, p. 6 ss. 
3 8 . Diario de Sesiones..., apéndice 3° al diario n. 185, ses. 17-XÜ-1869, p.l . 
E L M A T R I M O N I O O V I L OBLIGATORIO: L E Y ESPAÑOLA D E 1870 527 
»Tan sencillos principios son la antorcha que ilumina la historia de la 
legislación matrimonial en la Europa moderna. La Iglesia, sin embargo de 
contar, por institución de Dios, el matrimonio entre sus sacramentos, 
aceptó y observó desde su origen las más importantes disposiciones de la 
legislación romana, hasta que destruido el imperio de Occidente, levantó 
sobre los principios cardinales de aquel derecho el grandioso edificio de 
su legislación matrimonial. 
»Las nuevas nacionalidades que salieron de las ruinas del coloso del 
antiguo mundo para marchar, bajo la tutela de la Iglesia, por las espa-
ciosas sendas del progreso, aceptaron a su vez la legislación canónica 
sobre el matrimonio, uniéndose por este medio en una sola las dos ins-
tituciones, eclesiástica y civil. Bajo el dominio de esta legislación, el 
matrimonio civil se confundía con el sacramento; y si el Estado sancio-
naba éste, la Iglesia en cambio protegía aquél» 3 9 . 
Es interesante resaltar la concepción que tiene del matrimonio civil. 
Este no sería otra cosa que el mismo matrimonio natural, aquella insti-
tución que es elemento generador de la sociedad. Pero ya ha distinguido 
en un momento dos instituciones, la eclesiástica y la civil. Diferencia el 
matrimonio civil y el sacramento dependiendo de quién es el que legisla 
sobre la institución natural. Si el Estado, se hablará de matrimonio civil; si 
la Iglesia, de matrimonio sacramento. Por eso, cuando las dos legisla-
ciones han ido unidas, porque el Estado -dice- aceptó la legislación canó-
nica, el matrimonio civil se confundía con el sacramento. Esto ocurrió 
mientras existió la unidad de cultos. Es decir, hasta el momento presente 
en que se encuentra el proyecto. Recordemos que uno de los puntos 
debatidos en la Constitución de 1869 fue la cuestión de la unidad de 
cultos, que se saldó en favor de la libertad. 
«Este sistema -sigue haciendo historia-, que no argüía ciertamente 
una abdicación por parte del Estado, del poder que no puede renunciar, 
porque sin él no se concibe su existencia, estaba en armonía con el modo 
de ser de la sociedad europea en aquellos tiempos. Establecida en el orden 
político hasta sus últimas consecuencias la unidad de cultos, y descono-
cido completamente el derecho de la libertad religiosa, procedía con lógica 
el Estado no reconociendo como unión matrimonial legítima mas que la 
3 9 . Ibidem. 
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consagrada por la Iglesia. Para ésta, el matrimonio civil era el sacramento, 
así como para el Estado el sacramento era el matrimonio civil. Nuestra 
Patria ofrece, sin embargo, en su derecho foral una excepción de este 
sistema, debida quizá a la pluralidad de cultos que la irresistible fuerza de 
los hechos impuso a la intolerancia política de aquellos siglos. El matri-
monio a yuras y la barranganía eran reputadas uniones lícitas, a pesar de 
no recaer sobre ellas las bendiciones de la Iglesia. 
»Pero a medida que la unidad política de cultos fue abriéndose paso, 
favorecida por la reconquista cristiana y por la persecución judaica, fueron 
a la vez desapareciendo del cuadro de las costumbres nacionales y en las 
esferas del derecho positivo las dos clases de uniones mencionadas. 
»Felipe II, aceptando como ley del Estado por Real cédula fechada en 
Madrid a 12 de julio de 1564 los decretos del Concilio de Trento, 
extinguió de raiz los últimos vestigios de nuestra legislación foral, y puso 
el sello a la unificación del matrimonio civil y católico, a la vez que en el 
resto de Europa se abría un nuevo período al derecho matrimonial de la 
Edad Media con ocasión de la reforma que vino a romper los lazos que 
hasta entonces habían unido a la Iglesia y al Estado. Donde quiera que se 
establecieron comuniones religiosas diversas de la católica, no fue ya 
posible al Estado dejar de reconocer como legítimos muchos matrimonios 
que la Iglesia católica no bendecía. 
»En España, la Inquisición no permitió que esta necesidad fuese 
sentida y satisfecha. Pero la fecunda y memorable revolución de 1868, al 
proclamar como uno de sus principios la libertad política de la conciencia, 
y las Cortes Constituyentes al consignar este precioso derecho en la ley 
fundamental del Estado, vinieron a destruir por su base la legislación 
matrimonial de los tres últimos siglos, que se apoyaba en el principio de 
que el sacramento había atraído a sí el contrato» 4 0. 
El principio político proclamado por la Revolución de Septiembre 
destruye la base de la legislación matrimonial de los tres últimos siglos; 
comienza, pues, el Estado a legislar bajo una base nueva, un nuevo prin-
cipio; y éste es el de la separación del contrato y el sacramento. Es una 
necesidad política. Mientras existía unidad de cultos el Estado -dice el 
proyecto- veía con buenos ojos que el sacramento atrajera el contrato. 
4 0 . Ibidem, p. 2. 
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Pero llegado el momento, la revolución septembrina, debe el Estado espa-
ñol reconocer la necesidad de separarlos. Desde este momento, el Estado 
legislará sin tocar el sacramento que es de la competencia de la Iglesia. 
Cambia la concepción del Estado. Desde ahora, ya no podrá ver católicos 
a la hora de legislar sobre el matrimonio, por más que lo sean, sino ciu-
dadanos independientemente de la religión que tengan. Lo único que no 
podrá descuidar el Estado al dictar normas son las reglas que provengan 
de la moral universal 4 1. 
Pasa ahora a exponer los diversos sistemas que se le presentan al 
Estado a la hora de legislar sobre esta materia tan importante. Basado en 
esta base doctrinal de la separación, y en la naturaleza perpetua e indi-
soluble del contrato, según las normas de la moral universal, analiza los 
sistemas matrimoniales y razona el que ha elegido el proyecto 4 2. 
Dos motivos mueven al Ministro a elegir el sistema segundo, es de-
cir, aquel en que se prescinde en el matrimonio de la sanción religiosa. La 
dimensión religiosa, según el proyecto, tiene su esfera propia y exclusiva 
en la conciencia del individuo. La conciencia se invoca como inviolable. 
El Estado, para respetarla, no debe inmiscuirse en ella. Se convierten así 
las normas civiles en normas laicas. Cada individuo vivirá según su re-
ligión, pero el Estado, tal como entiende el respeto a la conciencia, debe 
secularizar sus normas. Es la laicización propia de la época, no compar-
tida por la doctrina de la Iglesia. Más tarde, Pío XI distinguiría entre la 
falsa libertad de conciencia que rompe con las normas objetivas del orden 
querido por Dios, convirtiéndose cada individuo en el productor de sus 
propias leyes morales; y la debida libertad de las conciencias, que es el 
«derecho que tienen las almas a procurarse el mayor bien espiritual bajo el 
magisterio y la obra reformadora de la iglesia..., el derecho de las almas, 
así formadas, a comunicar los tesoros de la rendención a otras almas» 4 3 . 
Aquí libertad de conciencia no se entiende como el rechazo de toda 
norma o autoridad, sino como la escisión entre la fe y la vida en el 
individuo. 
«El Estado, pues, si ha de respetar la libertad de conciencia y si no ha 
de salirse del campo en que su legítima acción puede desarrollarse, debe 
4 1 . Vid. Ibidem, p. 2. 
4 2 . Vid. Ibidem. 
4 3 . Pío XI, Ene. Non abbiamo bisogno, 29-VI-1931, en AAS, 23 (1931), p. 300. 
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tener una legislación matrimonial completa que haya de servir en el orden 
civil de tipo regulador a la fundamental institución del matrimonio. Esta ha 
sido la inspiración del Ministro al redactar el proyecto de ley» 4 4 . 
Pero el Estado debe evitar el choque de las dos legislaciones. 
«(...) El orden público y aun la moralidad doméstica correrían gran-
des peligros si tales conflictos llegasen a surgir en la esfera de los hechos. 
La legislación matrimonial del Estado estaría también expuesta a fre-
cuentes e irremediables infracciones, porque entre la ley que tiene su ele-
mento principal de fuerza en la conciencia, y la que tan solo descansa en la 
sanción externa, el individuo se decide en el mayor número de casos por 
la observancia de la primera, por más que esta observancia sea la infrac-
ción terminante de la segunda. 
»La obra legislativa del Estado no debe correr este peligro si ha de 
tener la solidez precisa para la cumplida y constante satisfacción de la 
necesidad social que requiere su planteamiento» 4 5. 
Parece que el Ministro se cura en salud. Al legislar a católicos, él 
mismo lo es, sabe que en este materia el católico tiene una serie de deberes 
de conciencia que cumplir, que tienen manifestaciones externas, como el 
sometimiento al régimen canónico del que es subdito y al que le unen, 
como tal subdito, unos derechos y unos deberes jurídicos además de ser 
deberes de conciencia. 
Estas consideraciones, aunque no se expongan en el prólogo del 
proyecto, es bueno anotarlas para comprender la actitud del Ministro, que 
pretende eliminar temores. 
«Pero téngase en cuenta que las consideraciones precedentes no exi-
gen la concurrencia forzosa e imprescindible de la legitimidad canónica y 
de la civil en el matrimonio. No se extienden a más que a demostrar cuan 
conveniente será la posibilidad de esa concurrencia, encomendando su 
realización a la voluntad de los interesados. Entre tanto que estos puedan 
celebrar legítimamente, según la ley civil, el matrimonio que también váli-
damente pueda contraerse según la ley canónica, el conflicto no surgirá 
fatal e inevitable entre las dos legislaciones, ni la del Estado correrá el 
peligro de que su observancia quede subordinada a la de la Iglesia» 4 6 . 
4 4 . Diario de Sesiones..., apéndice 3 o al diario n. 185, ses. 17-XU-1869, p. 2. 
4 5 . Ib idem. 
46 . Ibidem. 
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El conflicto entre legislaciones no se dará, pues, porque se da la 
posibilidad de contraer también el matrimonio canónico. Esta posibilidad 
se deja a la voluntad de los contrayentes. El Estado no tutela ese derecho 
del católico y de la misma Iglesia. Sólo no impide que se realice además 
del civil el canónico, aunque para la legislación civil no sea verdade-
ramente matrimonio. 
Es interesante la sutiliza con que obra la ley. Sin ser matrimonio, al 
menos desde el punto de vista de la legislación civil, ya que no obtiene, el 
canónico, ningún efecto civil; sin embargo, tampoco lo declara ilícito, es 
decir, en contra de las leyes. Es una contradicción que se entiende per-
fectamente admitiendo la teoría de la separación entre los deberes de ciu-
dadanos y los deberes de conciencia que asume el articulado de la ley. 
«Para conseguir este resultado que tanto recomienda la prudencia al 
legislador, y que interesa a la misma causa de la moralidad doméstica, 
basta utilizar un delicado resorte aplicado por la sabiduría de la Iglesia a 
diferentes ramos de su legislación matrimonial: las dispensas. Por ellas la 
ley civil adquirirá esa flexibilidad racional que, oportunamente combinada 
en la práctica con la dispensa canónica, producirá naturalmente, y sin 
abdicaciones por parte del Estado ni por parte de la Iglesia, y aun sin 
convenciones arbitrarias que coarten su respectiva libertad, la completa 
armonía de las dos legislaciones, si bien sostenida exclusivamente por la 
libre voluntad de los contrayentes interesados. Y de este modo nunca 
podrá decirse con justicia que el Estado, al ejercitar sus derechos sobre la 
importante materia de este proyecto de ley, abre un abismo entre los 
deberes del ciudadano y la conciencia del católico, haciendo imposible el 
simultáneo cumplimiento de los preceptos de uno y de otro orden. La 
libertad individual no tendrá obstáculos que vencer para regular su acción 
según los mandatos de la Iglesia, a la vez que según las leyes del Estado, 
porque estas no prescribirán para su cumplimiento nada que se oponga al 
cumpümiento de aquellas» 4 7. 
A continuación, se señalan algunas consideraciones en torno a las 
disposiciones más importantes del proyecto. Se divide en ocho capítulos. 
El interés limitado de mi trabajo respecto a esta ley hace que no me 
detenga más que en aquellas observaciones que se refieran al tema de la 
4 7 . Ibidem, p. 3. 
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indisolubilidad del matrimonio. Trataré también lo que se expone al hablar 
del divorcio en su articulado. 
Conozcamos, sin embargo, la división que hace el prólogo o preám-
bulo de la ley. 
«Expuestas las principales consideraciones en que descansa este pro-
yecto de ley, no es inoportuno hacer una breve indicación de los disposi-
ciones más importantes que contiene. Se divide éste en ocho capítulos que 
corresponden a la natural división de la materia legislativa. El I o tiene por 
objeto la naturaleza del matrimonio. El 2 O declara cuáles son las circuns-
tancias de aptitud que han de tener los individuos para poder contraerlo; 
establece las causas que, aun dada la capacidad natural, hacen imposible o 
prohiben la celebración, y asienta el principio de la facultad que tiene el 
Estado de dispensar ciertos impedimentos. El 3 O traza el procedimiento 
preliminar para la celebración del matrimonio. El 4 O prescribe las solem-
nidades que en ella han de concurrir. Comprende el 5 O los efectos del ma-
trimonio respecto de las personas y de los bienes de los cónyuges y de 
sus descendientes. En el 6 O se asientan las reglas cardinales que han de 
observarse en la prueba del matrimonio. Se consagra el T al divorcio, y 
concluye el proyecto con el 8 O sobre disolución y nulidad del matrimonio. 
»E1 Ministro expondrá a las Cortes los principales motivos del 
proyecto por el orden de sus capítulos, empezando por el primero» 4 8 . 
A propósito de la naturaleza del matrimonio, comienza la exposición 
con una sentencia rotunda: 
«La materia de los tres artículos que forman este capítulo es la más 
importante de toda la que se desenvuelve en el proyecto» 4 9. 
Se trata de asentar de manera absoluta la perpetuidad e indisolubilidad 
del matrimonio. Los motivos que va a dar no se fundan en razones espe-
culativas, dice el preámbulo. Es decir, no trata de hacer una filosofía del 
derecho matrimonial, o de su institución. Parte del hecho doctrinal, eso sí, 
de que el matrimonio es una institución natural que está regulada por los 
principios eternos de justicia y equidad, que constituyen lo que común-
mente se llama derecho natural. Por eso, dice al comenzar su exposición: 
«En el primer artículo se asiente de una manera absoluta la perpe-
tuidad e indisolubilidad del matrimonio. 
48 . Ibidem. 
4 9 . Ibidem. 
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»E1 Ministro no ha de entrar en una exposición puramente especu-
lativa acerca de si estas cualidades son o no esenciales al matrimonio, en 
cuanto es una institución natural regulada por los principios eternos de 
justicia y equidad que constituyen lo que comúnmente se denomina dere-
cho natural; porque sean o no esas cualidades al matrimonio esenciales 
hasta el punto de que sea o no digna de este nombre la unión temporal y 
disoluble del hombre y de la mujer, cualesquiera que sean por otra parte 
las solemnidades legales de su celebración, el Ministro cree firmemente 
que en la perpetuidad e indisolubilidad del vínculo matrimonial descansa 
como sobre base necesaria la moralidad del hogar doméstico» 5 0. 
El punto de vista en el que se coloca el legislador no es el del matrim-
onio como sacramento, ni siquiera como institución religiosa en general. 
Ya hemos visto que este punto de vista no interesa al hombre liberal, que 
lo considera un asunto de conciencia. Es más, aquí el legislador ve el ma-
trimonio precisamente despojado del crácter religioso que, según él, le da 
la conciencia individual. Se trata de hablar, no lo olvidemos, del matri-
monio como contrato civil. 
Prescinde, en primer lugar, de sancionar si la unión del hombre y de 
la mujer que no está regulada por los principios de justicia y de la moral 
social es digno o no de la denominación de matrimonio. Indirectamente sí 
lo sanciona puesto que la ley no contempla esa posibilidad. ¿Qué es, 
pues, el matrimonio para el proyecto de ley? 
«El matrimonio es el complemento natural de la personalidad hu-
mana. En el matrimonio, el hombre y la mujer forman una sola entidad 
más perfecta en la vida social, que la que constituyen cada uno de ellos 
por sí solo» 5 1 . 
La pareja forma una entidad en sí misma considerada. Esta pide la 
indisolubilidad de su ser jurídico y social. 
El segundo punto es el relativo a las finalidades de esa instituición. 
También ellas reclaman la permanencia de la unidad que se ha creado en el 
acto de la unión de los cónyuges. 
«En el matrimonio, los cónyuges se unen para realizar los fines ra-
cionales de la vida. La procreación no es el único fin, ni aun siquiera el fin 
principal de la unión, porque son tan importantes como ella la educación 
5 0 . Ibidem. 
5 1 . Ibidem. 
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de la prole y la mutua cooperación de los esposos para el cumplimiento de 
sus respectivos y naturales destinos. Destruida la perpetuidad e indisolu-
bilidad del matrimonio, se dificultará o imposibilitará la realización de los 
mencionados fines»52. 
Entiende el matrimonio como complemento de la personalidad. De ahí 
que para él sea tan principal la procreación y educación, como la mutua 
ayuda. Se coloca desde el punto de vista del bien común de la sociedad, y 
en orden a la realización plausible de los fines del matrimonio, y desde ese 
punto de vista juzga como necesaria la indisolubilidad del vínculo. Esto es 
precisamente lo que tanto molestaba -y así lo manifestaron con fuerza en 
los debates parlamentarios subsiguientes- a los defensores del reconoci-
miento del matrimonio canónico por parte del Estado: que se defendieran, 
en la ley de matrimonio civil propuesta, une serie de principios calcados 
del régimen canónico sin reconocer como fundamento la sacramentalidad, 
es más, basándose únicamente en razones de tipo natural. 
Sigue la exposición de la ley afirmando que el bien de la sociedad 
descansa sobre la base de la unidad de las familias y de la perpetua unión 
de sus destinos. 
«Y si la posibilidad de una separación definitiva y la esperanza, por 
débil o lejana que sea, de una nueva unión se apodera del corazón de los 
cónyuges, no se busque en el hogar doméstico esa unidad santa de la 
familia, esa comunidad de sentimientos que liga entre sí con lazos 
sagrados a todos los individuos que la componen y que descansa sobre la 
base de la perpetua unión de sus destinos» 5 3. 
Otra razón que se apunta para prescribir la indisolubilidad es la pru-
dencia del legislador. Cuando el legilador contempla las consecuencias a 
las que lleva la rescindividad del contrato matrimonial, no debe permitir 
esos daños en el orden social. 
«Despojad a la familia y a los vínculos que son su elemento de vida 
del carácter de la perpetuidad que les presta la indisolubilidad del matri-
monio de que procede, y se le verá inmediatamente disolverse, corroída 
por la inmoralidad más repugnante, que será el funesto efecto de la rela-
jación de los vínculos creados por la naturaleza, más sabia y más previ-
sora que la inteligencia del legislador. Estos no son vanos temores, pro-
52 . Ibidem. 
5 3 . Ibidem. 
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ducto de una imaginación pusilánime. Las deplorables consecuencias que 
en el orden doméstico con tanta frecuencia tienen las segundas nupcias, 
enseñan con triste pero irresistible elocuencia las que habrían de temerse 
de la disolubilidad del matrimonio, por grandes y fuertes que fueran las 
restricciones de la ley para hacerla efectiva» 5 4. 
Por tanto, para el Ministro, el establecimiento de la perpetuidad e 
indisolubilidad del matrimonio en las leyes civiles debe basarse en su 
altísima necesidad social. Esta es la única razón invocada por el proyecto. 
«Y si lo dicho no es bastante a demostrar la altísima necesidad social 
de la perpetuidad de la unión conyugal, tiéndase la vista sobre el estado de 
la familia en las naciones que admiten el divorcio, especialmente Ingla-
terra, Alemania y los Estados Unidos de América. En ellas parece que el 
matrimonio ha quedado reducido para muchos individuos a una simple 
forma legal de la prostitución, o al menos de la mancebía dado el conside-
rabilísimo número de matrimonios que anualmente se disuelven por las 
más livianas causas. El infanticidio en las esferas del crimen de familia en 
el orden civil, son la funesta secuela de tan deplorable legislación. En 
Francia una dolorosa experiencia hizo necesaria la prohibición del divor-
cio, establecido por la revolución del 93 y sancionado después en el 
Código de Napoleón I » 5 5 . 
Entiende el legislador que, para conservar la moralidad de las fami-
lias, la prudencia dicta la necesidad de mantener en toda su fuerza la indi-
solubilidad del contrato, pues sólo ella es la garante de la perpetuidad de 
los fines y bienes del matrimonio y de las familias. Si se quita la indiso-
lubilidad, y aunque la ley ponga grandes y fuertes restricciones, no podría 
dejarse de temer por el bien del orden doméstico, y como consecuencia, 
del bien mismo de la sociedad directamente relacionado con el bien del 
hogar del que trae su origen. En efecto, la crisis que ha ido atravesando 
esta institución familiar nos llevan a reconocer que no se trataba de temo-
res vanos. Un estudio reciente nos muestra cómo personas que se decla-
ran favorables al divorcio y aún al aborto, reconocen, sin embargo, sin 
ambages y con tristeza que el matrimonio disoluble se ha convertido en 
una relación inestable, que ha favorecido la multiplicidad de familias de 
5 4 . Ibidem. 
5 5 . Diario de Sesiones.., apéndice 3 o al diario n. 1 8 5 , ses. 1 7 - X U - 1 8 6 9 , p. 3. 
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hecho, el aumento de hijos ilegítimos, etc. hasta el punto que ha perdido 
casi su consistencia 5 6 . 
No podían faltar en esos momentos históricos de fervor patriótico las 
razones que apunta el Ministro al terminar su exposisión. 
«Y por último, si el santo amor a la Patria tiene su más noble 
fundamento en las sagradas afecciones que germinan y se desarrollan en 
el corazón humano al calor del hogar doméstico, no hay que agostar en su 
raiz la delicada y preciosa flor del patriotismo, al que la Nación es deudora 
de las más puras glorias que brillan en su historia» 5 7 . 
Recogemos para terminar este capítulo disposiciones aisladas sobre el 
resto del articulado del proyecto-ley, que se apoyan en este principio de la 
indisolubilidad. Así, por ejemplo, al señalar como una incapacidad la 
impotencia, añade que ésta deberá ser perpetua e incurable, ya que de otro 
modo «en la perpetuidad de esa unión podrá cumplirse el fin de la 
procreación» 5 8. 
En otra ocasión pone como razón para señalar la edad para la aptitud 
matrimonial del individuo no la que depende exclusivamente de su desa-
rrollo físico, sino también el de aquellas facultades que son convenientes 
«para ligarse con el perpetuo vínculo del matrimonio» 5 9 y lo explica de 
este modo sencillo: 
«Pero la aptitud matrimonial del individuo no depende exclusiva-
mente de su desarrollo físico; no basta que pueda engendrar. Es necesario 
que pueda educarlos según lo exige la más cumplida satisfacción de los 
fines racionales de la vida» 6 0 . 
Más adelante asienta un principio basado en la indisolubilidad: la 
imposibilidad de contraer cuando se está ligado ya por un vínculo. 
«La perpetuidad e indisolubilidad del vínculo son un obstáculo insu-
perable para que el que una vez lo ha contraído válidamente, vuelva a 
celebrar otro distinto mientras que el primero no se haya disuelto por la 
muerte de su consorte» 6 1 . 
56 . Vid. M. B A R B A G L I , Provando e riprovando. Matrimonio, famiglia e divorzio in 
Italia e in altri paesi occidentali, Bolonia, 1990, pp. 10 y 11. 
57 . Diario de Sesiones..., apéndice 3 o al diario n. 185, ses. 17-XÜ-1869, p. 3. 
5 8 . Ibidem. 
5 9 . Ibidem. 
60. Ibidem. 
6 1 . Ibidem, p. 13. 
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El capítulo séptimo se dedica al divorcio. «La indisolubilidad del 
vínculo matrimonial determina la naturaleza del divorcio. Por ésta los 
cónyuges no adquirirán su libertad para contraer un nuevo vínculo, ya que 
el anterior habrá de subsistir, y solamente quedarán exentos de la 
obligación de vivir unidos» 6 2 . 
No se trata pues del divorcio vincular, que no puede subsistir dada la 
naturaleza indisoluble del matrimonio, sino del divorcio entendido como 
separación de la vida en común. Refiriéndose a esta separación, aduce 
razones de moralidad y de orden público para no admitirla por la sola 
voluntad de los cónyuges. 
«Si los cónyuges están obligados a esta vida común, y si esta obli-
gación no se regula exclusivamente por un derecho privado correlativo, 
porque su principal fundamento es la moralidad y el orden público, no po-
drán los cónyuges por su sola voluntad divorciarse ni aun separarse» 6 3. 
Pasa seguidamente a analizar las causas que pueden permitir la 
aplicación del divorcio no vincular, y termina diciendo: 
«La moralidad pública y doméstica está muy interesada en que los 
matrimonios no se disuelvan, siquiera esta disolución no alcance al 
vínculo. El bienestar moral y físico de los hijos y su porvenir no puede 
ser convenientemente atendido entre tanto que los autores de sus días 
continúan dándoles el triste espectáculo de una separación que, además de 
quebrantar el respeto que deben siempre inspirar a los que tienen el 
sagrado deber de educar con la palabra y con el ejemplo, no puede menos 
de ser también perjudicial a la buena gestión de la fortuna que un día ha de 
ser suya» 6 4 . 
Siempre el mismo punto de vista mueve al legislador a buscar razones 
y más razones que llevan a un más perfecto cumplimiento de los fines 
naturales del matrimonio. 
Al tratar el último capítulo, el octavo, que se refiere a la disolución y 
nulidad del matrimonio, asienta la doctrina consignada en el artículo 
primero de este proyecto, pero bajo un aspecto práctico. 
«El matrimonio, que es unión perpetua e indisoluble, subsiste mien-
tras vivan los dos esposos y solamente en el caso de fallecimiento de uno 
6 2 . Ibidem, p. 1 3 . 
6 3 . Ibidem. 
6 4 . Ibidem, p. 1 4 . 
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de ellos recobrará el superviviente su libertad para contraer un nuevo 
vínculo» 6 5 . 
Tampoco podrá disolverse el vínculo, cuando surgiere un impedi-
mento dirimente después de celebrado el matrimonio. Solo en el caso de 
que éste se hubiera dado antes, si bien no fuese entonces conocido, el 
matrimonio sería nulo, y podría sancionarse así. Y abunda en las si-
guientes razones para avalar este procedimiento: 
«El interés público, que se opone a la disolución del matrimonio; el 
porvenir de la familia a que ha dado origen, y la misma moral, que sería 
profundamente lastimada si el cónyuge que estuviese ya cansado del 
cumplimiento de sus deberes pudiese eludirlos y aun readquirir su libertad 
de célibe por un medio que, en el mayor número de los casos, habría de 
depender exclusivamente de su dañada voluntad, son razones más que 
suficientes para que no se pueda racionalmente prescindir de la doctrina 
consignada en el articulado» 6 6. 
Junto a toda la doctrina expuesta en orden a defender la indisolu-
bilidad del matrimonio, está la concepción laicista del matrimonio. Esta 
concepción se pone perfectamente de manifiesto cuando analiza las conse-
cuencias que se derivan del artículo segundo del proyecto, en el que «se 
declara que los matrimonios que no se celebren con arreglo a las dispo-
siciones contenidas en el proyecto no producirán efectos civiles respecto a 
las personas y bienes de los cónyuges y de sus descendientes» 6 7. 
Este artículo supone un claro ataque al régimen matrimonial canónico 
que el Estado no reconoce en la esfera civil. Y esto porque el proyecto 
entiende que el Estado no puede traspasar con sus preceptos los límites 
que su naturaleza le marca. 
Cuando habla, pues, de matrimonio legítimo se refiere, en contrapo-
sición al canónico, a aquel que se realiza según las leyes civiles; pero no 
puede la ley civil negar la validez del matrimonio canónico en su propia 
esfera. 
«Podrá negar al matrimonio exclusivamente canónico la protección 
que el Estado otorga a las uniones en que ha impreso el sello de su legiti-
midad. Podrá, en su consecuencia, no reconocer en los que lo celebren, ni 
65 . Ibidem. 
66 . Ibidem. 
67 . Ibidem, p. 3. 
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en sus descendientes, los derechos meramente civiles que proceden del 
estado matrimonial, porque en la esfera civil ha de encerrarse necesaria-
mente su acción. Pero no podrá privar en el orden espiritual del carácter 
de legitimidad al matrimonio religoso, ni mucho menos reducirlo al triste 
rango de las uniones que la moral condena, solamente porque no hayan 
observado los contrayentes sus preceptos. Esto equivaldría a legislar en 
nombre del Estado sobre materias religiosas. Esto sería una tiranía tan 
odiosa como la que pretendiera ejercer la Iglesia determinando por su 
propia autoridad los efectos civiles del matrimonio celebrado según la ley 
canónica» 6 8 . 
En contra de la doctrina de la Iglesia, aquí el proyecto entiende la 
armonía de las dos legislaciones en base a la separación absoluta de 
ambas. En el orden de la praxis este principio lleva a la oposición de 
legislaciones. 
«Así como la Iglesia, a la vez que puede declarar la legitimidad 
canónica del matrimonio, y los efectos que de ella en el mismo orden 
proceden, no puede extender su acción al orden civil hasta el extremo de 
que el matrimonio canónico legítimo haya de serlo también civilmente, así 
también el Estado puede sin duda fijar las condiciones de legitimidad civil 
del matrimonio, y regular sus efectos en el mismo orden, reservándolos a 
los que se celebren conforme a sus prescripciones; pero no extender su 
acción al orden moral y religioso, en términos de anular en absoluto la 
unión matrimonial canónicamente celebrada» 6 9. 
Esta es la doctrina en que se basa el proyecto. Termino consignando 
las palabras con las que finaliza el análisis de este artículo del proyecto: 
«El Estado tiene limitado su derecho a no reconocer como legítimos 
en el orden civil los matrimonios celebrados en contravención a sus dispo-
siciones, y por lo tanto, a no conceder a uniones semejantes, cualquiera 
que sea su legitimidad religiosa, los efectos que la ley civil reserva a los 
que con arreglo a ella se contraigan; pero aquí termina el poder del Estado. 
Un punto más allá su acción sería injustificable invasión en un campo que 
no es el suyo» 7 0 . 
6 8 . Ibidem, p. 4. 
6 9 . Ibidem. 
7 0 . Ibidem. 
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III. ALGUNOS ESTUDIOS A LA LEY DE MATRIMONIO CIVIL 
El matrimonio civil obligatorio fue implantado en España el 18 de 
junio de 1870, porque se creyó que era una necesidad que pedía la nueva 
vida social. Esto creyeron sus defensores no tanto viendo lo que pedían 
los hombres y mujeres que componían esa sociedad, sino como modo de 
aplicar los principios que pretendían rigiesen la vida social. Lo reclamaba 
la Constitución de 1869, según declaraban todos. 
Cuando cinco años más tarde fue promulgado el Decreto del 
Ministerio-Regencia derogando el matrimonio civil en febrero de 
1875, se habló mucho de la intención que animó a los propugnadores de 
tal ley de matrimonio civil en España, y se les acusó de apartar esta 
institución del influjo benéfico de la religión católica. Se dijo entonces, 
como se dijo cinco años antes en los debates en las Cortes para 
su elaboración y aprobación, que el matrimonio civil comportaba 
la desprotección de las propiedades de unidad e indisolubilidad 
porque anulaba su fundamento en las leyes: el hecho religioso y 
sacramental. 
Ante esta afirmación, se alzaron las voces de los liberales en las 
Cortes, y se escribieron artículos y libros, defendiendo la indisolubilidad 
del matrimonio civil. Revisando las más importantes revistas jurídicas del 
momento podremos conocer las opiniones que mereció la ley de 18 de 
junio de 1870. 
Quiero aportar el testimonio de hombres profundamente liberales, 
creadores de una ley de matrimonio civil contraria a las enseñanzas de 
la Iglesia, que suscriben y subrayan con fuerza el principio de la indisolu-
bilidad del matrimonio. Sus argumentaciones, quizá no excesivamente 
razonadas, cobran hoy un relieve especial, dada la insistencia con la 
que han salido a la luz opiniones que quieren hacer depender el principio 
de la indisolubilidad exclusivamente de un razonamiento doctrinal 
religioso. 
Queda abierto a otros estudios el análisis de los argumentos paralelos 
a los aquí señalados, que provienen de la defensa de la indisolubilidad y 
su sanción en el primer código unitario de Italia, del año 1865, por hom-
bres de ideas aún más liberales que las de los españoles contemporáneos. 
Como ha dicho un civilista italiano aludiendo a este mismo hecho, «de 
E L M A T R I M O N I O C I V I L OBLIGATORIO: L E Y ESPAÑOLA D E 1 8 7 0 541 
todo pueden ser acusados aquellos hombres, menos de gentes con una 
excesiva devoción a la Iglesia romana» 7 1 . 
En efecto, para llevar a cabo su propósito -un proyecto de ley de ma-
trimonio civil obligatorio-, arremetieron contra la legislación canónica. Así 
nos lo explica Gregorio Marañón en uno de sus discursos en la Academia 
matritense de Jurisprudencia y Legislación pronunciado el 1 de diciembre 
de 1876. Comienza presentando un panorama sucinto de la historia de la 
institución del matrimonio, «inútil es que me extienda en grandes conside-
raciones sobre la historia de la insitutición matrimonial en nuestras leyes 
(...). El Estado, por mucho tiempo hijo sumiso de la Iglesia, aceptaba su 
legislación (...). Felipe II al declarar como ley del reino (Real Cédula de 
12 de julio de 1564) las decisiones del Santo Concilio Tridentino (...) se-
ñala el último movimiento de la legislación matrimonial en nuestro suelo 
(...). Pero estaba ya iniciado en una gran parte de las naciones del Conti-
nente europeo un movimiento separatista, que al predicar la reforma ini-
ciada por el heresiarca Lutero, trata de arrancar del seno de la Iglesia la ju-
risdicción de que hasta entonces sin duda de ningún género venía gozando 
para entender en los asuntos matrimoniales. Se descomponen los elemen-
tos que en esta institución existen, y dándose la importancia decisiva al 
contrato (prescindiendo del sacramento) se pide para el Estado la facultad 
7 1 . F. CARRESI, L'indissolubilità, carattere essenziale del matrimonio civile, en «Ri-
vista trimestrale di Diritto e Procedura Civile», X T 1 - 1 9 5 1 , n. 4 , p. 9 3 8 . Otros estudios con-
temporáneos sobre la indisolubilidad del matrimonio civil en Italia son: G A B B A , Il divorzio 
nella legislazione italiana, Pisa 1 8 8 5 . FlLOMUSI GUELFI, Contro il divorzio, en Atti del II 
cong. giur., Roma 1 8 9 7 . P O L A C C O , Contro il divorzio, Padova 1 8 9 2 . C H I R O N I , Del movi-
mento per il divorzio in Italia. Di una petizione intomo al divorzio presentata alla Camera 
francese. Ancora del movimento legislativo riguardo ed divorzio, en «Studi e questioni di di-
ritto civile», I V , Torino 1 9 1 5 . GlANTURCO, Prefazio al Sistema di diritto civile, en «Opere 
giur.», Roma 1 9 4 7 . DE RUGGIERO, Istituzioni di diritto civile, Messina-Milano 1 9 3 5 , p. 
1 6 9 s. SALANDRA, 5 « / disegno di legge Zanardelli e Coccu-Ortu del 1902, en «Atti parlam. 
della Camera dei Diputati», Legisl. X X I , sess. 2 , n. 2 0 7 (reimprimida con el título: Su la isti-
tuzione del divorzio in Italia, en «Politica e legislazione», saggi raccolti da G . FORTUNATO, 
Bari 1 9 1 5 , p. 3 4 8 s. BELLOTI, Relazione di minoranza sulla proposta di legge Morangoni-
Lazzeri, redatta dal Belotti nel 1 9 2 0 (reimpresa con el título: La questione del divorzio in 
Italia prima e dopo la guerra 1915-18, Bergamo 1 9 4 3 . ClCU, Sull'indissolubilità del matri-
monio, en «Rivista Trimestrale di Diritto e Procedura Civile» ( 1 9 5 2 ) , p. 6 8 8 s. AZZARATI, 
L'indisolubilità del matrimonio nelle norme della nostra Costituzione, en «Iustitia» ( 1 9 4 9 ) , 
p. 6 3 s (que opina que desde un punto de vista práctico, no es recomendable el divorcio, pues 
se defendería la convicción de que el matrimonio civil no era verdadero matrimonio). R. 
LÓPEZ PELAEZ, en La derogación de la ley del divorcio y otros preceptos constitucionales, 
Madrid 1 9 3 6 , trae abundante bibliografía sobre el tema. 
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de intervenir en ella, regularizándose por él las condiciones jurídicas de la 
familia (...). El matrimonio civil aparece en una palabra como una exi-
gencia para la nueva vida social, al decir de ciertos pensadores, y se im-
planta en algunos Estados tal institución, cuyo origen y larga historia tra-
tan de descubrir sus defensores penetrando aun en los más profundos 
misterios de los primeros tiempos» 7 2 . 
Con la perspectiva de los seis años transcurridos desde la aprobación 
de la ley, Marañón señala ahora la causa del malestar general ante esta ley 
que sus autores creyeron necesaria para la vida social. La causa, dice, era 
el no tener en cuenta que la mayoría abrumadora era católica y que esa ley 
obligando a contraer civilmente significaba una violación de sus creencias. 
En contestación al discurso de Marañón surgieron voces de corte 
liberal que refrendaron el parecer de los autores de la ley de matrimonio 
civil. Así, por ejemplo, Francisco Águila Burgos justificó la existencia 
de esta ley y negó que tuviera en España un carácter de imposición, 
afirmando que tuvo, por el contrario, un carácter de necesidad, porque 
establecida en la Constitución de 1869 -ley fundamental a la que habían 
de ajustar su vida social y política los españoles- la libertad de cultos, 
era indispensable la secularización del matrimonio. Afirmó este autor 
que la ley de matrimonio civil no trajo a la legislación española ninguna 
planta exótica, puesto que sus principios, que son la separación 
del matrimonio civil del religioso, el acto civil del acto del sacramento, 
había existido desde que España fundó su nacionalidad, hasta la época 
de Felipe II. Es decir, que durante ocho siglos dominó en España 
el principio de separación que consignó la ley de matrimonio civil y 
sólo tres duró el de su unidad. Más tarde, rechazó las imputaciones de 
que la ley de matrimonio civil preocupó los ánimos, hirió los corazones 
y produjo horribles perturbaciones en nuestra antigua y venerada 
familia. 
Continúa Águila Burgos su discurso alabando el que en esa ley no se 
dejase abierto el camino al divorcio. Lo menciona con orgullo, afirmando 
que esa ley no se olvidó de consignar la perpetuidad e indisolubilidad del 
7 2 . M . M A R A Ñ Ó N , Memoria leída en la sesión del día 1-XII-1876 en la Academia 
Matritense de Jurisprudencia y Legislación, en «Revista General de Legislación y Juris-
prudencia», 50 (1877), p. 261. 
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matrimonio, que constituye la base de la famila. Concluye su discurso 
atacando al partido ultramontano o tradicionalista opositor de la ley de 
matrimonio c iv i l 7 3 . 
Otro renombrado jurista del momento, Primitivo González de Alba, 
publicó un estudio en 1874 donde sostiene que la indisolubilidad que 
plasmó la ley provisional de matrimonio civil obligatorio en España en su 
frontispicio, no responde a ningún criterio clerical ni tradicionalista ni 
tampoco a prejuicios eclesiásticos, sino a la necesidad que tiene toda ley 
de ser garante del bien común. 
Ya dos años antes, en otro artículo comentando esta misma ley, 
afirmó que la ley de 18 de junio no sólo hizo bien en señalar la naturaleza 
indisoluble del vínculo, sino que además éste era su deber. Respondiendo 
implícitamente a los mismos opositores de la ley, mejor de lo que lo 
hicieron sus mismos autores Eugenio Montero Ríos y Cristino Martos 
entre otros, recoge el argumento relativo a que la recepción en la ley de la 
indisolubilidad del matrimonio sería una contradicción con el espíritu 
liberal con el que tal ley se llevó a cabo. 
Para González de Alba, la ley en este punto «rindió un justo tributo a 
las buenas doctrinas del derecho» 7 4 . «Estamos discutiendo -argumenta 
González de Alba- dentro del criterio de la libertad de la conciencia, y 
como que esta libertad como todas las demás tiene sus límites en la moral 
y el derecho, la ley que está dentro del círculo concéntrico de la moral 
puede en nombre de ella impedir la inmoralidad declarando único y 
monógamo el enlace, y condenar lo que a ella se oponga» 7 5 . 
Quiero traer aquí a colación aquellas palabras que pronunció en las 
Cortes el diputado Diaz Quintero cuando se discutía la aprobación de la 
ley de matrimonio civil obligatorio: «Yo creo que hay una moral racional, 
y en nombre de esa moral, yo, que estoy mucho más allá según S.S. que 
el Sr. Suñer, puesto que no soy ni aun ateo, en nombre de esa moral, en 
nombre de la ciencia y en nombre de la filosofía, vengo a proclamar aquí 
7 3 . Cfr. «Revista General de Legislación y Jurisprudencia», 5 1 ( 1 8 7 7 ) , pp. 3 8 0 - 8 6 . 
Contestación a Marañón hecha por Francisco ÁGUILA BURGOS. Desde ahora citaremos esta 
Revista con las siglas RGLF. 
7 4 . P. G O N Z Á L E Z D E A L B A , El matrimonio civil y los hijos naturales, en R G U , 4 1 
( 1 8 7 2 ) , p. 2 7 5 . 
7 5 . Ibidem, p. 2 7 4 . 
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la monogamia y la indisolubilidad del matrimonio, porque el matrimonio 
es más que un contrato» 7 6 . 
González de Alba se cuestionaba la capacidad del ordenamiento 
jurídico estatal para declarar la perpetuidad e indisolubilidad del vínculo 
matrimonial y respondía: «En nombre de la moral y del bienestar social 
puede y debe declararlo, pero no siempre por desgracia las leyes se 
ajustan a la idea de la estricta justicia; respondan por nosotros los 
acalorados debates sostenidos en la vecina Francia al discutirse la ley de 8 
de mayo de 1816; responda la escandalosa historia de los divorcios en 
Roma; respondan en fin estos tristes lunares que empañan las costumbres 
de algunos pueblos del Norte de América. La ley pues, por desgracia, 
aunque debe, no ofrece garantía a la indisolubilidad del vínculo. . .» 7 7 . A 
continuación expone las razones por las cuales las garantías no parecen 
suficientes: es indudable que al respirar nuestra ley el aire del sistema 
napoleónico, ha ocurrido en nuestros días el derrumbamiento de este 
principio, quizá por enfrentamiento a la misma enseñanza de la Iglesia que 
no cede en este punto. ¿Es bueno el sistema napoleónico?, se pregunta 
González de Alba. Y responde diciendo: «La ley de 1870 con un elevadí-
simo criterio sostiene en la exposición de motivos la doctrina mixta, es 
decir, el contrato y la religión en el matrimonio; no podía esperarse otra 
cosa de la ilustración de sus autores; pero en sus preceptos, acepta las 
bases del Código de Napoleón, excepto la del divorcio. ¿Hay en ello 
contradicción? No; la ley legisla la parte meramente civil del acto; su parte 
científica rinde un justo tributo a las buenas doctrinas» 7 8. 
En un trabajo posterior, González de Alba volvió a ocuparse, esta vez 
con mayor extensión, de la ley de matrimonio civil. Uno de los capítulos 
se dedica al artículo primero de la ley, sobre la naturaleza perpetua e indi-
soluble del matrimonio, uno de los puntos más importantes, en su opi-
nión, de los tratados por la ley del matrimonio civil. «Formular la verda-
dera naturaleza de ese enlace mutuo de los sexos, que sirviendo de base a 
la familia es como el legítimo plantel de la sociedad humana: he aquí gráfi-
camente consignado lo que ante todo y en primer término encontramos en 
7 6 . Diario de Sesiones de las Cortes Constituyentes, sesión 6 - V - 1 8 7 0 , n. 2 7 4 , 
p . 7 7 5 7 . 
7 7 . P . G O N Z Á L E Z D E A L B A , El matrimonio civil..., en R G L J , 4 1 ( 1 8 7 2 ) , p. 2 7 5 . 
7 8 . Ibidem. 
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la ley (...). El matrimonio es una insitución de derecho natural, que pro-
poniéndose regularizar los instintos físicos del hombre, precisa leyes civi-
les que los normalicen y legitimen, bajo el doble aspecto moral y fisio-
lógico del ser humano (..)- La ley que prescinde al fijar la naturaleza del 
matrimonio de la parte moral del hombre, y sólo considerase a aquel acto 
como una unión física, desconocería ipso facto la elevada dignidad del ser 
más perfecto de la tierra... Y como no hay un reconocimiento más explí-
cito de la moralidad en el enlace que la declaración de su perpetuidad e 
indisolubilidad, la ley civil, no sólo puede, sino que debe con toda la fuer-
za de su autoridad declararla, en nombre de la naturaleza del matrimonio y 
de las condiciones naturales puestas por Dios en su obra predilecta. Véase 
ahora el acierto en la redacción del artículo I o de la ley del matrimonio ci-
vil, al buscar un principio tan eminentemente filosófico, en virtud del cual 
se impone la perpetuidad e indisolubilidad a los enlaces matrimoniales» 7 9. 
Este acierto del que nos habla aquí González de Alba, consistió en 
saber extraer las consecuencias de una verdad natural, en ningún caso 
exclusiva de los católicos, a quienes no se dirige dicha ley, sino a todos 
los ciudadanos, fueran cuales fueran sus creencias. 
«Un error vulgar, pero común, hemos visto repetir en esta cuestión, 
asegura González de Alba, pues que se dice y se repite: si el matrimonio 
civil tan solamente es un contrato, y si los contratos consensúales se di-
suelven por el mutuo disentimiento, el matrimonio, ya que no por su natu-
raleza, al menos por su forma, es natural y disoluble. De vulgar habíamos 
calificado esta objeción, y no nos pesa, pues indica la más crasa igno-
rancia de las nociones de filosofía y de la teoría de los contratos» 8 0 . Este 
error, en efecto, lo repitieron precisamente los tradicionalistas en el Con-
greso al discutirse la ley, pues defendiendo muy bien la doctrina de la 
Iglesia en otros puntos, olvidaban en lo referente al matrimonio esta ele-
mental noción jurídica de contrato en el matrimonio. Por eso González de 
Alba insiste sobre el asunto. «La teoría filosófica del matrimonio queda 
demostrada con el sólo argumento de que el matrimonio es una institución 
ética o moral y fisiológica o reguladora de los instintos del hombre; la 
teoría de los contratos es de más sencilla y fácil comprensión. Todos los 
7 9 . P . G O N Z Á L E Z D E A L B A , Estudios sobre la ley provisional del matrimonio civil, en 
R G L T , 4 4 ( 1 8 7 4 ) , pp. 2 3 3 s. 
8 0 . Ibidem, pp. 2 3 5 s. 
546 ENRIQUE GRAHTT FERRER 
contratos o convenciones están sometidos a ciertos principios objetivos de 
derecho, los cuales forzosamente habrán de respetarse por los contra-
yentes y garantizarse por la ley. El derecho no ha creado el contrato matri-
monial; lo que ha hecho ha sido regularizarlo para que llene completa-
mente los fines sociales. De ahí que el contrato ha de someterse a las con-
diciones objetivas propias de la naturaleza del matrimonio, que no depen-
de de un acto de voluntad de los contrayentes, ni de un precepto de la ley, 
sino de la esencia misma del enlace. Y como entre esos principios entra el 
de la moralidad por la perpetuidad del vínculo matrimonial, sigúese la 
consecuencia de que los contrayentes por un lado y el legislador por otro, 
han de respetar dichos principios; a la manera que en los contratos comu-
nes se prohiben las condiciones notoriamente inmorales que establezcan 
los contratantes. Toda estipulación, pues, contraria al fin moral del matri-
monio es absolutamente nula, y debe tenerse por no puesta. Luego el 
matrimonio no puede disolverse por el mutuo convenio, porque esta con-
dición vicia la esencia y la moralidad del acto convenido o estipulado. Por 
lo demás, es imposible separar la forma de la esencia de la obligación, 
cuando en la forma se va contra la esencia misma de lo estipulado» 8 1. 
De la estructura ontológica de una institución debe extraer el orde-
namiento civil los principios fundamentales que protegen esa misma insti-
tución. Se entendía que la disolución del vínculo matrimonial destruía la 
esencia misma del matrimonio. La ley civil no podía proteger y destruir al 
mismo tiempo una institución. González de Alba sin meterse en disqui-
siciones doctrinales y partiendo de un punto de vista jurídico-filosófico, 
afirmaba que no es dable la disolución ni aún desde el punto de vista 
meramente contractual. 
Este era el pensamiento de los que legislaron sobre la obligatoriedad 
del matrimonio civil en 1870. E interesa destacarlo porque en ello, aun-
que no lo mencionen, iban de acuerdo con la enseñanza asentada por la 
Iglesia de que «si la razón de sacramento es posible separarla del matri-
monio, como acontece entre los infieles, sin embargo, aun ese matrimo-
nio, desde el momento que es verdadero debe persistir y absolutamente 
perdura aquel perpetuo lazo que por derecho divino acompaña al matri-
monio, que no está sujeto a ninguna potestad c ivi l» 8 2 . Es sabido que 
8 1 . Ibidem, p. 236. 
82 . Pío XI, Ene. Casti connubii, 31-XII-1930, en A AS (1930), 539 s. 
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cuando la doctrina católica habla aquí de derecho divino se refiere al dere-
cho natural, es decir, a la naturaleza misma de la institución, a su esencia, 
que, para mantenerse íntegra, debe conservar una de sus notas cual es la 
perpetuidad. En caso contrario no estamos hablando de matrimonio sino 
de otra cosa. 
La novedad de las teorías regalistas y el fuerte empuje de la corriente 
individualista hizo mella también en escritores católicos. Así lo puso de 
manifiesto Alonso Martínez atacando una de las opiniones entonces en 
boga. «La tesis de M. Tissot según la que el matrimonio, en lo que se 
refiere a las relaciones personales de los esposos y a la prestación de sus 
recíprocos servicios, es esencialmente asunto de la moral, en que la socie-
dad no tiene para qué intervenir, es una consecuencia lógica de la tesis 
individualista sobre el Estado, y sobre la línea que separa la moral del 
derecho (...). Además entiendo que al plantear el problema en los térmi-
nos que lo hace M. Tissot, se coloca inadvertidamente en la pendiente del 
error, porque, si no desnaturaliza el matrimonio, pospone al menos a 
fines secundarios sus fines esenciales» 8 3. 
Según otro estudioso de la ley de matrimonio civil, «no es el matri-
monio en sí un acto puramente jurídico, un acto que realiza el hombre en 
cuanto ciudadano: es por el contrario un acto que realiza el hombre en 
cuanto hombre, que abraza todos los elementos de su naturaleza, que 
trasciende a todas las esferas de la vida humana: consortium omnis vitae: 
humani et divini iuris communicatio (Modestinus). No siendo el matri-
monio exclusivamente civil, ni exclusivamente religioso, ni tampoco un 
acto de carácter puramente privado pues que es el acto más importante de 
la vida del individuo, el cual no es un mero átomo aislado, sino un esla-
bón solidario de la cadena social, no basta que se celebre con la inter-
vención de la Iglesia, ni con la del Estado o ambas; sino que es preciso 
que se celebre con la pública sanción del pueblo, de la nación, de la 
sociedad entera» 8 4 . 
Manifiesta este autor, más adelante, que la ley de matrimonio civil fue 
8 3 . M. A L O N S O M A R T Í N E Z , Contestación al discurso leído ante la Real Academia de 
Ciencias Morales y Políticas, en la recepción del Excmo. Sr. D. Cirilo Alvarez Martinez, el 
13-VI-1875, en RGLJ, 47 (1875), p. 38-39. 
84 . E.B. Cuatro palabras acerca de la jurisdicción municipal y el matrimonio civil, en 
R G L J , 42 (1873), pp. 10-11. 
548 ENRIQUE GRAHTT FERRER 
necesaria dada la situación en que se encontraban las relaciones entre las 
potestades de la Iglesia y del Estado. Pero, afirma, prescindiendo de la 
cuestión religiosa, el matrimonio es único e indivisible, y por lo tanto 
natural, civil y religioso a un tiempo. Y concluye: «Muy de desear sería 
que se encontrase una fórmula práctica, un modus vivendü ya que no una 
verdadera concordia, para que el matrimonio civil y religioso se cele-
brasen en un solo acto; pero no nos hacemos ilusiones sobre este punto, 
en vista de la situación en que se encuentra y en que por mucho tiempo 
habrán de encontrarse las relaciones entre ambas potestades» 8 5. 
Analizando el Decreto de 23 de noviembre de 1872 sobre procedi-
miento para las demandas de nulidad y divorcio, Charrín alaba el que «el 
legislador vea en la moral el único fundamento sólido sobre el que des-
cansa el edificio social» 8 6 . Porque, según este autor, al tratar el juez de 
avenir a las personas como lo pide el Decreto en sus disposiciones, se ha 
cuidado el cumplimiento de un deber natural y social como es el del lazo 
indisoluble del matrimonio 8 7. 
Otro defensor de la ley de matrimonio civil, Reus y Bahamonde, 
demostró en un discurso en la Academia matritense la conveniencia y la 
oportunidad de tal ley porque, rotas las íntimas relaciones de España con 
la Iglesia y proclamada la libertad de cultos, no podía ser la legislación de 
Trento la legislación de 1870, sino que era preciso dar garantías a los no 
católicos, que no por eso eran menos dignos de consideración ante el 
Derecho que los demás subditos del Estado. Era este un razonamiento 
más para que los partidarios de la ley de matrimonio civil rechazasen la 
opinión de los que decían que en el matrimonio predominaba el elemento 
externo religioso sobre todos los demás. Reus y Bahamonde rechazaba tal 
posición, afirmando que el sacramento no es más que la consagración 
religiosa de una unión perpetua de derecho natural que tiene además otra 
sanción y fuerza que la de la esfera religiosa, a saber la de las leyes 
civiles, deduciendo de ahí el derecho incuestionable del Estado a legislar 
en materia matrimonial y para los efectos civiles del matrimonio 8 8. 
85 . Ibidem, pp. 13-14. 
86 . A. CHARRÍN, Del procedimiento para las demandas de nulidad de matrimonio y 
divorcio, (decreto 23-XI-1873), en RGLJ, 42 (1873), p. 41. 
87 . Cfr Ibidem. 
88 . Vid. E. REUS Y BAHAMONDE, Discusión en la Academia Matritense de Jurispru-
dencia, en RGLJ, 51 (1877), p. 392. 
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En la Revista de los Tribunales aparecieron también diversos trabajos 
de los defensores de la ley de matrimonio civil obligatorio. Romero 
Girón, junto a Cristino Martos, Alonso Martínez, Manuel Pedregal, Fran-
cisco Pí y Margall y Juan García, formaban un equipo que fundó la Re-
vista de los Tribunales, periódico de legislación, doctrina y jurispruden-
cia. Vicente Romero Girón, partidario de la reimplantación del matrimonio 
civil obligatorio, escribió un largo artículo sobre la codificación civil y 
especialmente sobre el matrimonio. Su pensamiento queda reflejado en 
estas palabras: «El conocimiento público de la voluntad de los contra-
yentes es el requisito esencial del matrimonio. Y como la palabra público 
significa la mismo, en el caso presente, que oficial, entiendo que el 
derecho y la obligación del Estado consisten en llegar a dicha conclusión, 
para la cual, teórica o idealmente, la forma más perfecta y acabada es la 
del matrimonio civil obligatorio, abandonando por completo al senti-
miento y voluntad de las partes que consagren, además, su efecto civil por 
medio de ceremonias religosas» 8 9. 
Según Romero Girón esto no era posible en España por los escrú-
pulos religiosos. Se oponía con fuerza en su artículo al Decreto que resta-
blecía la antigua legislación del matrimonio canónico, de paso que criti-
caba algunas disposiciones del derecho canónico en las que no se reali-
zaba el principio de la publicidad, considerando válidos matrimonios sin 
esa clausula que para Girón no puede faltar nunca. Al exponer sus opinio-
nes sobre el tema, defiende la indisolubilidad del matrimonio porque el 
matrimonio tiene una base natural y racional. «Gira pues toda la historia 
del derecho matrimonial sobre estos dos polos: el matrimonio como rela-
ción entre dos personas, no forzosa, sino voluntaria, tiene por base natu-
ral y racional el consentimiento libremente expresado; como estado de 
derecho y fuente de numerosas e importantes relaciones jurídicas que 
trasciende más allá de la tumba pide autenticidad, o sea el reconocimiento 
público por parte del Estado como órgano legítimo del derecho» 9 0. 
La situación creada en 1875 al derogar la ley de matrimonio civil para 
los católicos, es anómala para López Arroyo. «No hay que olvidar nunca 
-dice este autor- que el matrimonio, al par de sacramento, es un perfecto 
89 . V. R O M E R O G I R Ó N , Sobre la codificación civil y especialmente sobre el matri-
monio, en «Revista de los Tribunales», 10 (1885), 342. 
9 0 . Ibidem, p. 391. 
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contrato civil que, a más de las condiciones inherentes a todo contrato, 
reúne la muy característica y atendible de constituir a los contrayentes en 
una sociedad vitalicia» 9 1. Para Arroyo como para muchos la indisolubi-
lidad proviene de las condiciones del contrato sui generis, distinto a otros 
contratos. El que además sea sacramento no le quita nada a esta sociedad 
vitalicia que se ha formado por el contrato civil. Por eso, desde el punto 
de vista jurídico, hay que defender las características propias del matri-
monio. «El matrimonio, jurídicamente hablando -afirma el autor- es la 
unión legítima, perpetua e indisoluble de un hombre y una mujer con el 
fin de perpetuar la especie, educar a los hijos y presentarse recíprocamente 
auxilio y fidelidad. Es el fundamento esencial de la familia, como la 
familia lo es a su vez de la sociedad» 9 2. 
Precisamente por estos años, se presentaba a las Cortes el Proyecto 
de ley de Código civil tan esperado. Francisco Silvela presentó la base ter-
cera que se refería al matrimonio. Según esa base la institución del matri-
monio se ajustaría en sus principios y disposiciones esenciales al estado 
legal creado por virtud de la aplicación del Real decreto de 9 de febrero de 
1875 y la ley de 18 de junio de 1870, armonizando los principios en que 
una y otra disposición se inspiran, y manteniendo en la solución de las 
dudas que ha suscitado la experiencia como criterio, el respeto estricto de 
la jurisdicción de la Iglesia sobre los españoles que profesan la religión 
católica, y al derecho constitucional de los que al amparo de la tolerancia 
religiosa deseen constituir consorcio perpetuo y familia legítima sin la 
santificación del sacramento. 
Estudiando este tema de la indisolubilidad no sólo en los hombres 
que hicieron nacer la ley de matrimonio civil, sino también en autores de 
corte liberal de esa misma época que comentan dicha ley, vemos en todos 
ellos que al referirse a la misma lo hacen sin salirse del Derecho natural, 
sin referirse a otros razonamientos de índole trascendental-religiosa. Así 
se expresaba, por ejemplo, uno de esos liberales españoles del siglo pasa-
do: «Y como había sido impugnado también bajo el punto de vista moral 
(el proyecto de matrimonio civil), especialmente porque podía producir el 
divorcio, el mismo señor ministro de Gracia y Justicia y los señores 
Martos, Madrazo, Gil Sanz, demostraron, contestando a los Sres. Ochoa, 
9 1 . Ibidem, p. 377. 
9 2 . Ibidem, p. 347. 
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González Marrón y Calderón Collantes (tradicionalistas), que la ley 
cerraba la puerta al divorcio, que su sistema era preferible, en orden a la 
moral, al de Alemania e Inglaterra, donde se pasa de la indisolubilidad a la 
solubilidad del vínculo con la influencia protestante, y que aquella no 
venía a lastimar en lo más íntimo las costumbres del país por exigir un 
requisito más a la constitución de la familia» 9 3. 
También corrige Ucelay otra de las críticas al proyecto: «No era, 
en verdad, la mente de la ley, como se ha dicho después por los 
defensores de los decretos del Ministerio-Regencia, posponer la mayoría 
de los ciudadanos españoles a unos cuantos que profesaban distinto 
culto del católico o que no profesasen ninguno. El Gobierno autor de la 
reforma proclamaba, en nombre de la justicia y de la equidad, la 
necesidad de no tolerar que fuera relegada a la repugnante categoría de las 
mancebas la mujer honrada que ha contraído con el hombre que ama una 
perpetua unión según la ley, por más que ésta no sea la católica. No podía 
creer el que esto consignaba que poco tiempo después viniese casi a 
llamarse manceba a la creyente mujer española que contrajera sólo 
matrimonio canón ico» 9 4 . Y es que de hecho, una disposición del 
Gobierno negó legitimidad al matrimonio canónico en vista de que no 
se vivía la ley de matrimonio civil obligatorio sancionada en junio de 
1870. 
Tiene interés también un estudio publicado por Manuel Rivera 
Delgado en 1873 sobre el divorcio en el proyecto de matrimonio civil en 
sus relaciones con la Moral y el Derecho Canónico 9 5 . Defiende este autor 
que el proyecto de ley de matrimonio civil no cedió en cuanto al divorcio 
en buena y sana doctrina. El proyecto de ley atentaba contra el derecho de 
la Iglesia pues sustraía a sus subditos de una obligación fundamental 
como es la de someterse al ordenamiento de la ley canónica. Si esto ocurre 
cuando el matrimonio civil es facultativo, puesto que en definitiva se 
apoya éste en una voluntaria adhesión del subdito bautizado al régimen 
matrimonial eclesiástico, no en la radical vinculación del subdito al Dere-
9 3 . E . UCELAY, El decreto del Ministro de Regencia sobre el matrimonio civil, Madrid 
1881, p. 23. 
9 4 . Ibidem, p. 27. 
9 5 . Vid. M. RIVERA DELGADO, El Divorcio según la ley de matrimonio civil, en sus 
relaciones con la Moral y el Derecho canónico, Madrid 1873. 
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cho de la Iglesia por virtud del bautismo 9 6; en el caso del matrimonio civil 
obligatorio que es el del proyecto que tratamos, la oposición es total. 
Esta afirmación se comprende bien cuando recordamos que el 
matrimonio civil de fieles obligados a la forma canónica es una actividad 
inexistente jurídicamente ante la Iglesia como actividad matrimonial, es 
decir, como actuación dirigida a constituir un núcleo familiar. Pero ello no 
significa que deje de producir efectos jurídicos positivos o negativos, 
naturalmente no reconducibles a los de species matrimonia1. 
En el prólogo de su libro intenta demostrar Rivera Delgado que el 
proyecto de ley de matrimonio civil incluye en el derecho matrimonial la 
aspiración de inseparabilidad dictada por la ley natural. En efecto, «la 
diferencia de sexo -afirma Rivera Delgado- produce la atracción como la 
diferencia de electricidad. La naturaleza que atrae los sexos y que los une, 
que deposita en cada uno el deseo de pertenecerse y la aspiración de 
inseparabilidad, tiene su equivalencia en el derecho, a donde se refleja la 
ley natural para convertirse en una obligación» 9 8. 
La ley civil, según Rivera, sienta un principio jurídico que es de 
derecho natural. «De modo que la ley de 1870 ó el art. 74 del proyecto de 
Código civil publicado en 1852, al considerarse el divorcio como la sepa-
ración de bienes y cuerpos, y en modo alguno como la disolubilidad del 
vínculo, sientan un principio jurídico, que es de derecho natural, que no 
necesitaba de la sanción canónica ni de la sanción civil, para dejar a salvo 
el principio absoluto de la indisolubilidad del matrimonio, y que en vano 
los críticos canonistas y civilistas acuden a las fuentes históricas para 
fundar la procedencia o la viabiüdad legal de este estado» 9 9 . 
Esta conclusión que saca Rivera Delgado del estudio crítico-legal del 
proyecto de matrimonio civil, es de gran interés. En esta época que estu-
diamos, la indisolubilidad del matrimonio únicamente puede considerarse 
vinculada a los principios del Derecho natural y a los de la tradición 
jurídica española. 
Algo parecido ocurría en la Italia de 1865, cuando la indisolubilidad 
fue sancionada en el Código civil por hombres de ideas profundamente 
96 . Cfr. E. L A L A G U N A , Estudios..., cit., p. 259. 
97 . Ibidem, p. 255. 
9 8 . M. R I V E R A D E L G A D O , El Divorcio según..., p. XTII. 
9 9 . Ibidem, p. 44. 
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liberales. Lo resume bien Caressi: «E opinione corrente, sia tra i fautori 
del divorzio che fra coloro che lo avversano, che il principio della 
indissolubilità del matrimonio si fonda exclusivamente su ragioni di 
ordine trascendentale, cioè, per essere più precisi, sull'insegnamento che 
la Chiesa cattolica trae dalla solemne affermazione contenuta nel Vangelo 
quod Deus coniunxit, homo non separet (Matt. XIX, 6); che perciò, 
ammesso il principio dell'intervento dello Stato nella disciplina del matri-
monio, l'introduzione del divorzio discenda comme una ineluttabile con-
seguenza. Tale opinione, che, se fondata, renderebbe impossibile ogni 
discussione al riguardo o, quanto meno, ne sposterebbe il centro su un 
terreno assai diverso da quello su cui noi crediamo la si possa avviare, è 
però indiscutibilmente errata, come è dismostrato in maniera irrefutabile 
dal fatto che contrari al divorzio sono stati anche uomini non certo ligi ai 
principi della fede cattolica -mi limito a ricordare per tutti Augusto Comte-
e che proprio in Italia l'indissolubilità del matrimonio fu sancita nel nostro 
primo codice unitario, quello del 1865, a cui dettero mano nomini di idee 
profondamente liberali, che di tutto possono essere accusati fuorché di 
eccessiva devozione verso la Chiesa romana» 1 0 0 . 
Lo mismo se puede afirmar de los liberales españoles que introdu-
jeron el matrimonio civil, añadiendo en nuestro caso que no sólo sancio-
naron la indisolubilidad en la ley, sino que se defendieron antes las crític-
as de los que afirmaban que no se debía consignar en una ley de matri-
monio civil pues faltaba el motivo religioso. Defendieron, en definitiva, 
que la ley natural no se opone ni a la ley religiosa ni a la ley civil, siendo 
fundamento de ambas. El único criterio que empleó el proyecto de ley al 
100. F. CARRESI, L'indissolubilità..., cit., p. 938. Abundando en este idea, afirmaba 
Antonio Salandra ante el Senado italiano: «Los divorcistas presentaron la campaña antidi-
vorcista como una agitación clerical vaticanista, temporalista (...). Pero nosotros protes-
tamos, en nombre y en interés del liberalismo italiano, contra esta tentativa de incluir entre 
los enemigos del Estado a todos los que quieren que la familia permanezca constituida como 
está en las leyes vigentes; queremos excluir la idea del divorcio, no por motivos religiosos, 
sino por motivos derivados del interés de la sociedad civil; nos asiste la razón al rechazar a 
quienes propugnan el divorcio para zaherir a los católicos, y apelamos en apoyo de nuestro 
severo juicio el parecer de dos profesores universitarios no sospechosos en favor del cato-
licismo: el prof. Polacco, insigne jurista e isrealita, y el prof. Vidari de la Universidad de Pa-
via» (A. S A L A N D R A , Relazione in Senato al progetto Zanardelli, 6-VI-1903. Las obras aludi-
das por éste autor son: P O L A C C O , Contro il divorzio: lezione a Padova, 2 maggio 1892, Pa-
dova e Verona 1892. ViDARI, / / divorzio e il Congreso giuridico di Firenze, 1891, p. 749 s. 
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tratar del tema de la indisolubilidad fue el del bien común, partiendo de la 
base de que es una institución natural y social. 
En todos los países han surgido, como demostración patente de lo 
que afirmaba Caressi en su tesis, personas no vinculadas a las enseñanzas 
de la Iglesia, o incluso abiertamente en contra, que han defendido la indi-
solubilidad del matrimonio. Caressi traía el ejemplo de Augusto Comte. 
Comte afirmaba que «es forzoso reconocer que para muchas personas el 
gran principio social de la indisolubilidad no tiene, en el fondo, otra culpa 
de origen que la de haber sido adoptado por el catolicismo. Sin la repug-
nancia instintiva que de ahí proviene la mayoría de los hombres sensatos 
comprenderían sin dificultad que la admisión del divorcio no puede ser 
otra cosa que el primer paso hacia la entera abolición del matrimonio (...). 
El divorcio, como contrario al vínculo matrimonial debilita las uniones 
conyugales hasta anularlas (...). Únicamente se puede comprender el 
divorcio por haber desaparecido todos los principios morales y sociales, y 
que se haya intentado erigir, como fundamento esencial de la felicidad hu-
mana, la inconstancia y la frivolidad. Ninguna unión puede ser profunda 
sin ser estrecha y a perpetuidad, porque la sola posibilidad del cambio, en 
esa intimidad, provoca el cambio» 1 0 1 . 
Pero muchos otros ejemplos podrían traerse aquí en demostración de 
lo que decimos. Hegel en su Filosofía del Derecho, reconoce que este 
principio, por ser inherente a la naturaleza, no puede desconocerlo nin-
guna legislación positiva 1 0 2 . 
Y ya que nos referimos a España, terminemos con unas palabras de 
Unamuno, quien al ser entrevistado sobre este tema del divorcio, adujo en 
contra las siguientes razones: «Por lo que hace más especialmente al di-
vorcio, nunca he podido ver la familia como una mera unión de marido y 
mujer, sino que aparte, y aún además de los hijos, creo que lleva relación 
con la sociedad en general, que es una institución social y no un mero 
contrato entre los cónyuges. Y pudiera ser que el divorcio trajese mayores 
males a la vida social que no esa sujeción de los que se casan a algo su-
perior a ellos y a la familia que forman. Creo, además, que el divorcio es 
un arma contra la mujer. Comprendo muy bien que se combata el matri-
1 0 1 . A. COMTE, Cours de Philosophie Positive, París 1864, vol. V, p. 311. 
102 . Vid. HEGEL, Filosofía del Derecho, p. 382, citado por Carmen BURGOS SEGUÍ, El 
divorcio en España, Madrid 1904, p. 80. 
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monio en cuanto sacramento religioso o contrato legalizado civilmente, y 
se propague la libre unión de hombre y mujer; pero me explico mal que se 
trate de desnaturalizarlo: 'o herrar, o quitar el banco '» 1 0 3 . 
Ni más ni menos que lo que incansablemente demostraron los libe-
rales españoles del pasado siglo en las Cortes Constituyentes al defender 
y conseguir aprobar la ley de matrimonio civil obligatorio de 1870. 
CONCLUSIONES 
A lo largo de este trabajo hemos ido deduciendo algunas interesantes 
conclusiones, que ahora presentamos breve y ordenadamente: 
1. El pensamiento liberal español sobre el tema del matrimonio, tal 
como hemos visto lo exponen sus partidarios, acepta plenamente la tesis 
galicana de la separación entre el contrato y el sacramento. 
2. La implantación constitucional de la libertad de cultos sirvió, junto 
a la idea de la separación, para proponer, defender y, al fin, publicar una 
ley provisional de matrimonio civil obligatorio, forzosoa para todos los 
españoles. 
3. Esto supuso un ataque frontal a la Iglesia, a su ordenamiento 
jurídico, y a la misma libertad de los católicos españoles, a quienes se les 
privó de la posibilidad de contraer matrimonio canónico con efectos 
civiles. 
4. En contraste con esta actitud de agravio a la Iglesia, los autores de 
la ley defendieron con fuerza la indisolubilidad del matrimonio civil con 
criterios basados en el Derecho natural y en principios éticos de valor 
universal. Fueron congruentes con sus postulados fundamentales, y fíeles 
a las declaraciones constitucionales. 
5. Tuvieron que rebatir vigorosamente a quienes prentendían que la 
indisolubilidad provenía exclusivamente del carácter religioso del ma-
trimonio. Este es un punto que llama poderosamente la atención, porque 
1 0 3 . M. UNAMUNO, ci tado por Carmen BURGOS SEGUÍ, El divorcio..., p. 8 4 . 
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hoy en día la extensión de la legislación divorcista con criterio uniforme 
-en una sociedad que se reclama pluralista- confina el modelo de 
matrimonio indisoluble al ámbito meramente privado, sin concederle 
ninguna relevancia jurídica, reduciendo así el ámbito de libertad de los 
contrayentes. 
6. Paradójicamente, uno de los argumentos hoy esgrimidos por los 
divorcistas no es sino el argumento principal que esgrimieron frente a los 
liberales sus opositores. 
7. Tal vez las dos principales conclusiones de todo este estudio 
pueden formularse así: 
a) La indisolubilidad del matrimonio y, por tanto, la negación del 
divorcio vincular no necesita apoyarse en razones de carácter confesional, 
pues la repaldan fuertemente poderosas razones de derecho natural. 
b) El argumento de los católicos del siglo XLX frente a los liberales se 
cifró en decir que éstos eran inconsecuentes porque no reconocían el 
matrimonio-sacramento, y a la vez defendían la indisolubilidad. De este 
argumento procede actualmente sin duda, la errónea postura de presentar 
como causa y efecto el matrimonio-sacramento. 
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